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Con motivo de la comercialización de comprobantes fiscales, el Estado estimó 
pertinente implementar una nueva facultad a las autoridades fiscales para que 
puedan restringir temporalmente los certificados de sello digital (CSD) a los con-
tribuyentes que se ubiquen en alguno de los supuestos enlistados en el recién 
adicionado artículo 17-H Bis. La finalidad de esta nueva medida es constreñir a 
los contribuyentes a que cumplan con sus obligaciones fiscales y administrati-
vas, además de evitar malas prácticas. En la presente edición veremos el proce-
dimiento de aclaración al que tienen derecho los contribuyentes en caso de ser 
sujetos del citado procedimiento de restricción temporal de su CSD.

Uno de los temas que más revuelo ha causado son las recientes reformas en 
materia penal y fiscal, mismas que hacen un binomio que busca cuidar los in
tereses monetarios del Estado a través de aplicar medidas coercitivas y penas 
que les permitan mitigar las prácticas fraudulentas. En este número de su revista 
PAF se hace un interesante análisis respecto del delito de defraudación fiscal.

Una de las obligaciones constitucionales que tienen los patrones es hacer 
partícipes a sus trabajadores de las utilidades obtenidas en el ejercicio, de ahí la 
obligación de pagar la famosa participación de los trabajadores en las utilidades 
de las empresas (PTU), misma que deberá sufragarse en mayo tratándose de pa-
trones personas morales, y en junio tratándose de patrones personas físicas. En 
esta ocasión damos a conocer un taller del tratamiento fiscal y laboral de la PTU 
a cargo de patrones personas físicas.

Continuando con las obligaciones patronales también nos encontramos con 
la relativa al pago de cuotas obrero patronales, las cuales es derecho y obligación 
de los patrones autodeterminarlas, por ello en nuestra sección de “Talleres PAF” 
abordamos un taller en el que se muestra cómo se hace la citada determinación; 
asimismo, se presenta una aplicación electrónica que permitirá efectuar los  
cálculos de forma automática.

Uno de los tratamientos que no se contempla expresamente en la LIVA es el 
relativo a la exención del gravamen tratándose de servicios de construcción 
cuando dicho servicio se preste de manera integral, es decir, que se proporcionen 
los materiales y la mano de obra. En la presente edición se hace un análisis del 
tratamiento de estos servicios y de los requisitos que se deben cumplir para que 
se pueda aplicar la citada exención en términos del RLIVA.

Estos y otros temas importantes se abordan en esta revista esperando que 
toda la información incluida sea de gran utilidad en su desarrollo profesional y 
académico.

Agradeciendo, como siempre, su lealtad y preferencia.
PAF, la Revista Fiscal de México, lo asesora.

L.D. y M.D.F. Joan Irwin Valtierra Guerrero
Editor
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CFF 1. CONTRIBUYENTES  
RELEVADOS DE ENVIAR CONTABILIDAD 
ELECTRÓNICA Y DIOT

Pregunta

Un contribuyente persona física que tributa en el régimen de perso-
nas físicas con actividades empresariales y profesionales con ingre-
sos de aproximadamente $800,000.00 anuales, tiene la inquietud 
sobre si debe cumplir con la obligación de hacer el envío de con-
tabilidad electrónica a través de la página electrónica del Servicio 
de Administración Tributaria (SAT), ¿deberá cumplir con la citada 
obligación?

CASIAPREGUNTAS PAF
L.D. y M.D.F. Joan Irwin Valtierra Guerrero

Las respuestas que aquí aparecen fueron elaboradas considerando las disposiciones fiscales, 
laborales y de seguridad social vigentes, con base en los datos proporcionados por nuestros 
lectores, por lo que si la información entregada por ellos fuere imprecisa o incorrecta, la res­
puesta podría variar sustancialmente.

CFF:	 1.	Contribuyentes 
relevados de enviar 
contabilidad 
electrónica y DIOT.

	 2.	Contribuyentes del 
RIF relevados de 
habilitar el Buzón 
Tributario.
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Respuesta

No necesariamente, derivado de las facilidades 
administrativas y del uso de los comprobantes fis-
cales digitales por internet (CFDI), a las autorida-
des fiscales les resulta innecesario que los contri-
buyentes con estas características hagan envío de 
la contabilidad electrónica a través de la página 
electrónica del SAT.

El mismo SAT, a través de regla de carácter ge-
neral, da a conocer cuáles son los contribuyentes 
personas físicas que se encuentran relevados de 
la citada obligación, específicamente en la regla 
2.8.1.21, de la Resolución Miscelánea Fiscal para 
2020 (RMF-2020) que prevé lo siguiente:

Facilidades para los contribuyentes  
personas físicas

2.8.1.21. Las personas físicas que tributen confor­
me a la Sección I, Capítulo II y Capítulo III del Tí­
tulo IV de la Ley de ISR, cuyos ingresos totales del 
ejercicio inmediato anterior no hubieran excedido 
de 4 millones de pesos o que inicien actividades en 
el ejercicio y estimen que sus ingresos obtenidos 
en el mismo no excederán de la cantidad señalada, 
quedarán relevados de cumplir con las siguientes 
obligaciones:

I. Enviar la contabilidad electrónica e ingresar 
de forma mensual su información contable en tér­
minos de lo señalado en el artículo 28 del CFF.

II. Presentar la Información de Operaciones con 
Terceros (DIOT) a que se refiere el artículo 32, 
fracción VIII de la Ley del IVA.

CFF: 28; LIVA: 32 y RMF-2020.

Es decir, cuando los contribuyentes personas 
físicas con actividad empresarial y profesional, así 

como, los contribuyentes que tributen en arren-
damiento, no obtengan más de cuatro millones 
de pesos de ingresos anuales, estarán relevados de  
enviar contabilidad electrónica e incluso la decla-
ración informativa de operaciones con terceros 
(DIOT).

Por tanto, ya no se trata de hacer uso de al-
guna herramienta en específico sino que bastará 
ubicarse en los mencionados supuestos para estar 
relevados de cumplir con esas obligaciones.

Fundamento legal: Artículo 28 del CFF y regla 
2.8.1.21 de la RMF-2020.

CFF 2. CONTRIBUYENTES DEL 
RIF RELEVADOS DE HABILITAR 
EL BUZÓN TRIBUTARIO

Pregunta

Un contribuyente persona física que tributa en 
el Régimen de Incorporación Fiscal (RIF) quiere 
saber si a partir del ejercicio fiscal 2020 será obli-
gatorio activar el aplicativo denominado como 
Buzón Tributario, pues ante la reciente reforma 
fiscal le surgió la siguiente duda: ¿será obligatorio 
para los contribuyentes del RIF habilitar su Buzón 
Tributario a partir del año 2020?

Respuesta

No, si bien es cierto que el Decreto por el que se 
reforman, adicionan y derogan diversas disposi-
ciones de la Ley del Impuesto sobre la Renta, de la 
Ley del Impuesto al Valor Agregado, de la Ley del 
Impuesto Especial sobre Producción y Servicios y 
del Código Fiscal de la Federación, publicado el 
día 9 de diciembre del 2019 en el Diario Oficial de 
la Federación (DOF), adicionó al artículo 17-K al 
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Código Fiscal de la Federación 
(CFF) quedando de la siguiente 
forma:

Artículo 17-K. Las perso­
nas físicas y morales inscritas 
en el registro federal de con­
tribuyentes tendrán asignado 
un buzón tributario, consistente 
en un sistema de comunicación 
electrónico ubicado en la pági­
na de Internet del Servicio de 
Administración Tributaria, a tra­
vés del cual:

I. La autoridad fiscal realizará 
la notificación de cualquier acto 
o resolución administrativa que 
emita, en documentos digitales, 
incluyendo cualquiera que pue­
da ser recurrido.

II. Los contribuyentes presen­
tarán promociones, solicitudes, 
avisos, o darán cumplimiento a 
requerimientos de la autoridad, 
a través de documentos digita­
les, y podrán realizar consultas 
sobre su situación fiscal.

Las personas físicas y morales 
que tengan asignado un buzón 
tributario deberán consultarlo 
dentro de los tres días siguien­
tes a aquél en que reciban un 
aviso electrónico enviado por 
el Servicio de Administración 
Tributaria mediante los meca­
nismos de comunicación que el 
contribuyente elija de entre los 

que se den a conocer mediante reglas de carácter general. La auto­
ridad enviará por única ocasión, mediante el mecanismo elegido, un 
aviso de confirmación que servirá para corroborar la autenticidad y 
correcto funcionamiento de éste.

Para efectos de lo previsto en el párrafo anterior, los contribu-
yentes deberán habilitar el buzón tributario, registrar y man-
tener actualizados los medios de contacto, de acuerdo con el 
procedimiento que al efecto establezca el Servicio de Administración 
Tributaria mediante reglas de carácter general.

Cuando el contribuyente no habilite el buzón tributario o señale 
medios de contacto erróneos o inexistentes, o bien, no los mantenga 
actualizados, se entenderá que se opone a la notificación y la autori­
dad podrá notificarle conforme a lo señalado en el artículo 134, frac­
ción III de este Código.

(El uso de negrillas dentro del texto es nuestro.)

En donde se puede observar que se obliga a los contribuyentes 
a tener habilitado el Buzón Tributario, también es cierto que, por lo 
que respecta a personas físicas, esta disposición entrará en vigor a 
partir del 20 de abril del año 2020, de conformidad con el Artículo 
Cuadragésimo Séptimo (primer párrafo) Transitorio de la Resolu-
ción Miscelánea Fiscal 2020 (RMF-2020), que a su letra indica lo 
siguiente:

Artículo Cuadragésimo Séptimo. Para los efectos de lo dispues­
to en los artículos 17-K, tercer párrafo, y 86-C del CFF, contenido en 
el Decreto que reforma, adiciona y deroga diversas disposiciones de 
la Ley del Impuesto sobre la Renta, de la Ley del Impuesto al Valor 
Agregado, de la Ley del Impuesto Especial sobre Producción y Servi­
cios y del Código Fiscal de la Federación publicado en el DOF el 9 de 
diciembre de 2019, será aplicable para personas morales a partir del 
31 de marzo de 2020 y para las personas físicas a partir del 30 de 
abril de 2020.

(El uso de negrillas dentro del texto es nuestro.)
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En relación con lo anterior, aquellos contribu-
yentes que hagan caso omiso a lo dispuesto en el 
artículo 17-K una vez que entre en vigor, podrán 
ser sancionados conforme a los artículos 86-C y 
86-D del CFF, que a su letra indican lo siguiente:

Artículo 86-C. Se considera infracción en la 
que pueden incurrir los contribuyentes conforme 
lo previsto en el artículo 17-K de este Código, el no 
habilitar el buzón tributario, no registrar o no man­
tener actualizados los medios de contacto confor­
me lo previsto en el mismo.

Artículo 86-D. A quien cometa la infracción 
relacionada con la no habilitación del buzón tribu­
tario, el no registro o actualización de los medios 
de contacto conforme a lo previsto en el artícu­
lo 86-C, se impondrá una multa de $3,080.00 a 
$9,250.00.

Sin embargo, al ser Persona Física que tributa 
en el RIF, se encuentra relevado de habilitar el Bu-
zón Tributario, lo anterior de conformidad con la 
regla 3.13.27, de la RMF-2020 que a su letra indica 
lo siguiente:

Contribuyentes del RIF relevados 
del buzón tributario

3.13.27. Para efectos del artículo 17-K, segundo 
párrafo del CFF, los contribuyentes que tributen en 
el Título IV, Capítulo II, Sección II y Sección III de la 
Ley del ISR, quedan relevados de la obligación 
de realizar el trámite de habilitación del buzón 
tributario y registro de mecanismos de comunica­
ción como medios de contacto.

CFF: 17-K.

(El uso de negrillas dentro del texto es nuestro.)

Es decir, aquellas personas que obtienen sus 
ingresos bajo el citado régimen, quedan rele-
vados de la obligación de realizar el trámite de  
habilitación del Buzón Tributario y registro  
de mecanismos de comunicación como medios de  
contacto.

Fundamento legal: Artículos 17-K, penúltimo 
y último párrafos; 86-C y 86-D del CFF, Cuadra-
gésimo Séptimo Transitorio y regla 3.13.27 de la 
RMF-2020.  

Sé parte del 
Universo Contable 

Anúnciate aquí
ventas@casiacreaciones.com.mx (55) 5998-8903 y (55) 5998-8904



(55) 5998-8903 y 04
ventas@casiacreaciones.com.mx

Esta obra lleva al lector por un camino sencillo, principalmente 
práctico, pero, sobre todo: parcial. Es un diálogo familiar, una charla 
amena a través de los comentarios que se realizan a los primeros 353 
artículos de la Ley Federal del Trabajo… es como si estuviera hablando 
con un amigo laboralista, en donde tiene el tiempo de escucharlo y, 
principalmente, aconsejarlo.
Es una Ley Comentada, enriquecida, precisamente, con comentarios, 
jurisprudencias, ejemplos, antecedentes y principales Tratados Interna-
cionales en materia laboral, para ofrecer las ópticas más actualizadas y 
soluciones directas a las diversas problemáticas.
Una obra diseñada para los responsables del área de Recursos Humanos.

Precio ejemplar impreso:

$395

Precio e-book:

$355

EL NUEVO INTEGRANTE
DE SU EQUIPO DE

RECURSOS HUMANOS

EL NUEVO INTEGRANTE
DE SU EQUIPO DE

RECURSOS HUMANOS

Incluye reformas para las
trabajadoras del hogar

Incluye reformas para las
trabajadoras del hogar



10

73
0

INTRODUCCIÓN

La defraudación en materia fiscal federal en 
nuestro país, como es generalmente reconoci-
do, es desde siempre establecida como delito, si 
bien es cierto como simple; sin embargo, para 
este ejercicio fiscal 2020 es ya prevista legalmen-
te como grave.

Por ello, y con antelación, abordamos ese de-
lito desde sus antecedentes penales y luego des-
de un punto de vista genérico y en materia fiscal; 
en esta oportunidad analizaremos y comenta
remos su status vigente como delito grave en la 
materia fiscal federal.

Esa conceptualización jurídica tiene como 
origen y antecedente las reformas a varias leyes 
que sustentan que la defraudación fiscal (y la 
equiparada) sería ya considerada como delito 
grave; en tanto que la comercialización de com-
probantes fiscales falsos o apócrifos es, también, 
a partir del presente ejercicio fiscal, denomina-
da como delincuencia organizada, lo anterior 
se encuentra publicado en el Diario Oficial de la 
Federación (DOF) el 8 de noviembre de 2019, lo 
que evidentemente ha traído consigo diversas 
opiniones e interpretaciones.

Una opinión casi colectiva (y muy pesimista) 
ha sido en el sentido de que las modificaciones a 

Defraudación fiscal federal
¿Delito grave?
Primera parte

C.P.A. y M.I. José Luis Flores Espinoza
Dra. Mayra Angélica Sánchez Castro

Lic. y M.I. José Francisco Plascencia R.
Dra. Sandra Berenice Cabrera Reynoso

C.P.A. y M.I. José Luis Flores Espinoza
Profesor asociado A del Departamento de Impuestos del CUCEA, Universidad de Guadalajara.

Dra. Mayra Angélica Sánchez Castro
Profesora titular A, adscrita al Departamento de Contabilidad del CUCEA, Universidad de Guadalajara.

Lic. y M.I. José Francisco Plascencia R.
Investigador, consultor, litigante y docente en diversas universidades en materia fiscal, aduanera y ad-
ministrativa.

Dra. Sandra Berenice Cabrera Reynoso
Profesora asociada A, adscrita al Departamento de Auditoría del CUCEA, Universidad de Guadalajara. 
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esas leyes ha creado o da sustento a un auténtico “terrorismo fis-
cal”, toda vez que aquellas establecen la posibilidad jurídica de que 
los sujetos pasivos de la relación jurídico-tributaria federal even-
tualmente se ubiquen en la posibilidad de pérdida de su libertad y 
de su patrimonio. Esa afirmación no es del todo desacertada, toda 
vez que la comisión de acciones delictuosas por parte de los contri-
buyentes podrá materializar figuras penales como la “delincuencia 
organizada”, una “amenaza a la seguridad nacional” y “lavado de 
dinero”, entre otros delitos de total carácter penal.

De igual manera, se ha expresado (de manera muy optimista) 
que dichas reformas en el sistema tributario sólo son una especie 
de ensayo para luego pensar y plantear modificaciones de fondo y 
con más amplitud y profundidad, entiéndase todo ello como una 
profunda reforma fiscal de ese ámbito tributario, por lo que, en 
todo caso, habrá que pensarse en la reforma fiscal integral (RFI); 
ahora el optimismo es nuestro.

En el sentido de la probable reforma, se inscriben diversas opi-
niones de expertos, según un artículo publicado por el periódico 
El Financiero el día 2 de enero del presente año y que es visible 
en la página 4, firmado por Zenyazen Flores, e incluido en el 
apartado de “Economía”, subapartado “Mercados e indicadores, 
escenarios de finanzas públicas”, e intitulado “Ingresos públicos, 
factor de riesgo en 2020”.1 Así, de entrada, la autora afirma:

“En 2020, los ingresos presupuestarios serán un factor de riesgo 
para las finanzas públicas.
		 Si las metas de ingresos para el año no se alcanzan y eso se 
comienza a evidenciar a partir del segundo trimestre del 2020 
junto con un estancamiento económico, el escenario será ad-
verso porque Hacienda estará tentada´´ a sub-ejercer el gasto 
o recortar el presupuesto, con el objetivo de lograr un superávit
primario de 0.7 por ciento del PIB estimado para este año, coin-
cidieron expertos entrevistados por El Financiero.

La lupa estará enfocada en los ingresos a lo largo del año, 
porque de no conseguirse la recaudación petrolera prevista ni 
los recursos por parte del IVA e ISR proyectados, se detonaría 
la presentación de una reforma fiscal, la cual podría ser dis-
cutida en medio de un ambiente ‘tenso’ entre los diferentes 
niveles de gobierno rumbo a un nuevo pacto de coordinación 
fiscal.”

Cabe comentar que entre 
otros especialistas en el tema en 
dicho artículo que emiten sus 
opiniones se encuentran Luis 
Foncerrada, economista en jefe 
de AmCham México; Mariana 
Campos, coordinadora del pro-
grama de Gasto Público y Rendi-
ción de Cuentas de México Eva-
lúa y Héctor Villarreal, director 
del Centro de Investigación Eco-
nómica y Presupuestaria (CIEP).

Al respecto, quienes esto es-
criben consideramos que la RFI es 
imprescindible por lo antes seña-
lado por los expertos y por otros 
compromisos que el Estado mexi-
cano sigue debiendo; sin embar-
go, la reforma debe cumplir algu-
nos requisitos y buscar también 
objetivos concretos, algunos de 
los que consideramos aquí.

La RFI es imprescindible 
toda vez que el crecimiento  
económico de nuestro país  
(y, evidentemente, en el resto 
del mundo) se encuentra estre
chamente relacionado con las 
tareas gubernamentales de so-
porte, coadyuvancia y garante de  
las tareas privadas y sociales 
de generación de riqueza. Por 
ello el rubro económico es fun-
damental y básico para el go-
bierno federal primero, y luego 
lo que al respecto consigan los 
otros dos espacios de gobierno 
en nuestro país, situación que 
no se podrá dar si el Estado 
todo no tiene acceso a recursos 
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seguros, como lo son los derivados de la tributa-
ción y la imposición.

En ese orden, la misma debe descansar en una 
política presupuestal y económica congruente con 
los grandes objetivos nacionales: desarrollo empre-
sarial y creación de empleos formales; competitivi-
dad nacional e internacional de nuestro país, ade-
más de incentivos al comercio exterior y, en fin, en 
el crecimiento permanente del Producto Interno 
Bruto (PIB), por lo que la misma exige que el gasto 
público y sus recursos sean, sobre todo, manejados 
con honestidad, transparencia, eficacia y eficiencia. 
Lo anterior implica y requiere la toma y aplicación 
de diversas y variadas herramientas y medidas, des-
tacando la presupuestación programática.

Por último, la RFI, según nuestra opinión, de-
berá dar prioridad e importancia a la imposición 
indirecta toda vez que todos somos consumido-
res, dejando para la tributación directa una fun-
ción de complementariedad al sistema tributario 
total, haciéndola flexible con tasas bajas y reco-
nociendo más deducciones y otras figuras con el 
propósito de que los contribuyentes tuvieran un 
ingreso disponible más alto, circunstancia que 
por obvias razones incentiva algunas fases del 
proceso económico: el consumo de la población 
en general y la inversión (por las expectativas de 
negocios) de parte de las empresas privadas.

De lo que no queda ninguna duda es que la 
defraudación en materia fiscal federal es le­
galmente ya un delito grave en México, sin que 
necesariamente se soporte cabalmente en su as-
pecto constitucional, lo que en este y otros ejerci-
cios fiscales comprobaremos. Es ya una realidad, 
con todo lo que fiscal y jurídicamente representa 
y trae consigo, dado que lo establecen diversas 
normas penales y otras reguladoras de la seguri-
dad nacional y las que combaten la delincuencia 
organizada, amén de que implícitamente (según 
nuestro entender) también se encuentra presente  

en la norma adjetiva fiscal federal, esto es en el 
Código Fiscal de la Federación (CFF).

En ese orden de ideas, en este artículo abor-
damos la figura fiscal referida ya como un delito 
grave, iniciando con algunas consideraciones de 
su ubicación como tal, así como su fundamento 
jurídico, para luego analizar y comentar su con-
ceptualización (o de su ausencia) en las normas 
penales y las consecuencias que ello trae consigo 
en la materia fiscal federal, para más adelante 
abordar conjuntamente las normas penales y fis-
cales que ya la establecen como tal.

UBICACIÓN Y FUNDAMENTO

Ubicación

La defraudación como delito grave en el sistema 
tributario federal mexicano obedece a un plan
teamiento formulado por la Secretaría de Hacienda 
y Crédito Público (SHCP) en el Paquete Económico 
Federal para este ejercicio fiscal (PEF-2020). Tal me-
dida (hoy ya una realidad) fue denominada por no-
sotros como desproporcionada y, según se despren-
de de la lectura del documento citado, su objeto es, 
precisamente: “aumentar sanciones y percepción de 
riesgo”, evidentemente, con destino a los contribu-
yentes y los diversos sujetos con ellos relacionados.

Es oportuno señalar que esa medida se apa-
reja con la de establecer en la norma fiscal federal 
el que la emisión de facturas apócrifas sea ti­
pificada como delincuencia organizada, tema 
que se abordará en posteriores artículos.

Las medidas referidas, hay que destacarlo, se 
inscriben en el ámbito del “derecho penal fiscal”, 
espacio que se integra por dos campos de dicha 
ciencia social que de suyo muestran e implican 
una cierta complejidad; empero, que por supues-
to toma mucho del derecho fiscal o tributario, 
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además de que ambos delitos se contemplaban desde siempre en la 
norma fiscal federal sustantiva o procedimental, como el CFF, sin el ca-
rácter de graves, establecidos con ese carácter a partir de este año 2020.

Otro antecedente, y líneas de acción a desarrollar para efectos 
de su implementación, fue estudiado y planteado por la Organi-
zación para la Cooperación y el Desarrollo Económico (OCDE) y el 
Grupo de los 20 (G-20), de los que nuestro país es miembro y que 
fuera, en su oportunidad, denominado ese trabajo como “Proyecto 
OCDE/G20 sobre la Erosión de la Base Imponible y el Traslado de 
Beneficios” (BEPS, por sus siglas en inglés), documento en el que 
se proponen 15 líneas o acciones a implementar por los países 
que así lo decidan, muchas de las cuales se contemplan en las re-
formas fiscales federales de este ejercicio fiscal.

En resumen, los antecedentes analizados nos dan la integra-
ción y antecedentes de las reformas aquí señaladas y otras diversas 
más que forman parte de las modificaciones que hoy son vigentes en 
el sistema tributario federal mexicano.

Fundamento

Es por demás oportuno señalar aquí que la miscelánea fiscal vigen-
te tiene como razones jurídicas las modificaciones del sistema penal 
de nuestro país, mismo que a partir del año 2008 transitó del siste-
ma “inquisitivo o mixto” al denominado por los estudiosos de este 
campo del derecho como “acusatorio”, y que para su instrumen
tación obligó a realizar modificaciones en los numerales del 16 al 
22 de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos.

El tránsito referido, según un estudioso del tema como Víctor 
Manuel Martínez, descansa o se soporta en dos pilares, que a la 
letra en uno de sus trabajos relaciona de la siguiente forma:

	“A)	Sistema penal acusatorio-oral para la Delincuencia Co­
mún o no Peligrosa y;

B) Sistema Penal Acusatorio-oral especial (derecho penal del
enemigo) para la Delincuencia Organizada.”2

Abunda en sus comentarios el referido autor, cuando señala:

“La prisión preventiva es la última razón para la delincuencia co-
mún o no peligrosa. Desaparece la figura del delito grave para este 
tipo de criminal.

		 Se mantienen los efectos 
de la prisión preventiva para 
el delincuente organizado así 
como para los delitos; homi-
cidio, violación, secuestro, 
delitos cometidos con me-
dios violentos y delitos gra-
ves que determine la Ley de 
seguridad de la nación.”3

Y, finalmente, Víctor Ma-
nuel Martínez remata con la 
siguiente afirmación:

“En síntesis, la reforma da un 
tinte de derecho penal ga
rantista o derecho penal míni-
mo para el delincuente común 
o no peligroso y; por otro lado
legitima a nivel constitucional
el combate al delincuente orga-
nizado o enemigo del Estado.”4

DEFRAUDACIÓN 
FISCAL, ¿DELITO 
GRAVE?

El tránsito legal de delito común 
a grave de la defraudación fiscal 
federal en nuestro país nos ha 
obligado a realizar algunas re-
flexiones y consideraciones, lo 
que a continuación efectuamos.

Defraudación  
como delito común

El delito de defraudación fiscal, 
como es ampliamente conocido 
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en el medio, es establecido en el primer párrafo 
del artículo 108 del Código Fiscal de la Federación 
(CFF), mismo que se reproduce a continuación:

Artículo 108. Comete el delito de defrauda­
ción fiscal quién con uso de engaños o aprove­
chamiento de errores, omita total o parcialmen­
te el pago de alguna contribución u obtenga un  
beneficio indebido con perjuicio del fisco federal.

La afirmación prevista en el párrafo del nu-
meral transcrito, en el sentido de que se: “Come-
te el delito de defraudación fiscal quien con uso 
de engaños o aprovechamiento de errores, omita 
total o parcialmente el pago de alguna contribu-
ción u obtenga un beneficio indebido con per
juicio del fisco federal”, sin duda exige un análisis 
(que ya hemos efectuado en otras ocasiones).

En ese sentido, para efectos de comprensión 
del precepto fiscal transcrito, primero deberemos 
entender qué es defraudación fiscal, y del texto se 
desprende como tal a:

1. La omisión total o parcial del pago de una con-
tribución, y/o

2. La obtención de un beneficio indebido con
perjuicio del fisco federal.

El numeral 1 es bastante claro dado que la 
Constitución Política de los Estados Unidos 
Mexicanos y las normas fiscales, tanto la adjetiva 
como las sustantivas, determinan al pago como 
una obligación general en la materia; mientras 
que el numeral 2, sin duda, exige una cierta pre-
cisión legal o, por lo menos, un estudio doctrinal 
más profundo, toda vez que el “perjuicio del fis-
co federal” no ha sido precisado, por un lado, ni 
relacionado con el destino constitucional de los  

recursos obtenidos y recaudados por las con-
tribuciones en general y los impuestos en par-
ticular, amén de los demás ingresos de carácter 
privado a que tiene derecho el fisco en sus tres 
niveles gubernamentales, ni como materialmen-
te se causa dicho perjuicio, por otro lado.

En tanto que cometerá ese delito quien (en-
tendiendo por “quién” a una persona, física o 
jurídica), que realice lo siguiente:

• Con uso de engaños, o
• Aprovechamiento de errores.

Es claro que quien pretenda engañar al fisco,
federal o local, incurre en una acción delictuosa 
toda vez que violenta tanto la Constitución Fe-
deral como las constituciones locales; sin embar-
go, el aprovechamiento de errores, sobre todo 
los derivados de la redacción, incompleta o erró-
nea, de las normas contenedoras de las cargas 
públicas no se puede determinar como tales en 
sí mismas, toda vez que si las normas no son del 
todo claras o expresas o todavía más se redactan 
sin apego a la técnica legislativa muy propia de 
la  misma, la responsabilidad del incumplimien-
to recaerá, en todo caso, en el legislador y su poca 
claridad y precisión en la formulación de los pre-
ceptos tan importantes y trascendentales como 
lo son los preceptos fiscales. Fundamentamos 
nuestra opinión o argumento en un principio 
general de derecho (PGD) en materia impositiva, 
mismo que reza que: “no hay impuesto sin ley”, o, 
“no hay tributo si no está previsto en la ley”.

Abona a nuestra argumentación, la asevera-
ción de la Primera Sala de nuestro Máximo Tri-
bunal vertida en la tesis aislada 2a. XXVII/2017 
(10a.) visible en la página 1408, de la Gaceta del Se-
manario Judicial de la Federación, Libro 40, Tomo II 
del mes de marzo de donde expresamente desta-
ca la vigencia jurídica y el gran valor de los PGD, 
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esto cuando aclara el valor legal de las disposiciones reglamenta-
rias en la aplicación de la norma legal, cuando lisa y llanamente 
afirma que: “…bajo el principio general de derecho que reza “el que 
puede lo más puede lo menos”, existe la posibilidad de que…” La 
tesis íntegra se reproduce a continuación:

RENTA. EL ARTÍCULO NOVENO TRANSITORIO, FRACCIÓN 
II, DE LA LEY DEL IMPUESTO RELATIVO, PUBLICADA EN EL 
DIARIO OFICIAL DE LA FEDERACIÓN EL 11 DE DICIEMBRE 
DE 2013, NO TRANSGREDE LOS DERECHOS DE SEGURIDAD Y 
CERTEZA JURÍDICAS.- En términos generales, un reglamento consti­
tuye un instrumento de aplicación de la ley, que desarrolla y detalla los 
principios generales contenidos en ella para hacer posible y práctica 
su aplicación; además, se encuentra jurídicamente subordinado y con 
estrecha vinculación en su suerte ante reformas, derogación o abroga­
ción. Sin embargo, bajo el principio general de derecho que reza 
“el que puede lo más puede lo menos”, existe la posibilidad de 
que la nueva ley establezca que el reglamento de la abrogada 
continúe vigente en lo que no se oponga al nuevo texto y hasta 
en tanto se expida una nueva norma reglamentaria. Ello es así, 
porque si el legislador posee la facultad de otorgar vigencia a nuevas 
leyes, resultaría incongruente que no pueda mantener la vigencia de 
un reglamento, aunado a que, cuando recupera de manera transitoria 
la preceptiva reglamentaria de la ley anterior, actúa dentro de sus facul­
tades y no invade la esfera de atribuciones del Ejecutivo, dado que en 
ese supuesto el legislador no ejercita la facultad reglamentaria que es  
exclusiva del Ejecutivo Federal en términos del artículo 89, fracción I, 
de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, sino que 
legisla con el carácter provisional del artículo transitorio, en el enten­
dido de que no existe impedimento para que el legislador, dentro de 
la ley, establezca las reglas minuciosas y de detalle que caracterizan a 
los reglamentos, y que hacen posible la aplicación de aquélla. Por tan­
to, la fracción II del artículo noveno transitorio de la Ley del Impuesto 
sobre la Renta, al prever que al margen de la abrogación de la anterior 
Ley del Impuesto sobre la Renta, su reglamento de 17 de octubre de 
2003 continuará aplicándose en lo que no se oponga a la nueva ley y 
hasta en tanto se expida otro reglamento, no transgrede los derechos  
de seguridad y certeza jurídicas reconocidos en los artículos 14 y 16 de  
la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos.

Amparo en revisión 258/2016.- 
Martín Olguín Hernández.- 9 
de noviembre de 2016.- Cinco 
votos de los Ministros Eduardo 
Medina Mora I., Javier Laynez 
Potisek, José Fernando Fran-
co González Salas, Margarita 
Beatriz Luna Ramos y Alberto 
Pérez Dayán.- Ponente: José 
Fernando Franco González 
Salas.- Secretario: Joel Isaac 
Rangel Agüeros.

Esta tesis se publicó el viernes 
10 de marzo de 2017 a las 10:13 
horas en el Semanario Judicial 
de la Federación.

(El uso de negrillas dentro del 
texto es nuestro.)

A mayor abundamiento, 
traemos a colación aquí el va-
lor jurídico que como norma 
supletoria tienen los PGD, esto 
cuando en la Ley de Amparo, en 
su segundo párrafo, de manera 
expresa se previene que:

Artículo 2o. El juicio de am­
paro se tramitará en vía directa 
o indirecta. Se substanciará y
resolverá de acuerdo con las
formas y procedimientos que
establece esta Ley.

A falta de disposición  
expresa se aplicará en forma 
supletoria el Código Federal 



16

73
0

de Procedimientos Civiles y, en su defecto, los 
principios generales del derecho.

(El uso de negrillas dentro del texto es nuestro.)

Defraudación como delito grave

La definición legal de la defraudación fiscal como 
“delito grave” en la norma adjetiva vigente no 
es contemplada de manera expresa, por lo que 
su vigencia, en última instancia, según conoce-
mos, la toma de las normas penales federales,  
esto es del Código Penal Federal (CPF) y el Códi-
go Federal de Procedimientos Penales (CFPP) y 
otras normas federales afines; sin embargo, hay 
que destacar que en la actualidad la figura del 
delito grave mismo es más vaga que nunca, toda 
vez que nunca se define ni se relaciona como en 
el anterior CFPP, que en su numeral 194 enlistaba 
(por lo menos) en una exhaustiva y amplia rela-
ción, en 17 fracciones un sinnúmero de ellos ubi-
cándolos por ley o norma federal considerando 
inclusive, en la fracción VI, en su inciso 2, como 
tal a la defraudación fiscal cuando el monto se 
ubicara en los rangos referidos en las fracciones II 
o III del artículo 108 del CFF y siempre que fueran
calificados (entendiendo como tales a los delitos
que se rodean de agravantes y luego suben en la
escala penal).

A continuación se transcribe el citado nume-
ral y la fracción del anterior CFPP:

Artículo 194. Se califican como delitos graves, 
para todos los efectos legales, por afectar de mane­
ra importante valores fundamentales de la sociedad, 
los previstos en los ordenamientos legales siguientes:

. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . .                                          

VI. Del Código Fiscal de la Federación, los deli­
tos siguientes:

1) Contrabando y su equiparable, previstos en los
artículos 102 y 105 fracciones I a la IV, cuando
les correspondan las sanciones previstas en las
fracciones II o III, segundo párrafo del artículo
104, y

2) Defraudación fiscal y su equiparable, pre­
vistos en los artículos 108 y 109, cuando el
monto de lo defraudado se ubique en los ran­
gos a que se refieren las fracciones II o III del
artículo 108, exclusivamente cuando sean cali­
ficados.

(El uso de negrillas dentro del texto es nuestro.)

De igual manera, dicho dispositivo estable-
cía, en su último párrafo, que la “tentativa puni-
ble” de los ilícitos penales considerados en esas 
fracciones también sería “delito grave”. Ahora 
bien, con propósitos de encontrar la razón ju-
rídica de dicha consideración, aquí habremos 
de intentar explicar esas indefiniciones, por lo 
que para efectos del desarrollo del tema aquí 
abordado habremos de acudir al derecho com-
parado. Así, encontramos que la Real Academia  
Española y el Consejo General del Poder Judi-
cial de ese mismo país, define al delito grave 
como el:

“Hecho punible legalmente castigado con pena 
grave. Penas graves son las que enumera el ar-
tículo 33.2 del Código Penal, comenzando por 
la prisión de más de cinco años y las inhabilita-
ciones igualmente superiores a cinco años.”5

Tenemos, por tanto, de entrada a la remisión 
de delito grave el que se castiga con una pena de 



17

730

igual alcance o magnitud; pero, la transcripción abunda al precisar 
que las penas graves son las que enumera el propio código penal 
en un artículo concreto y específico, comenzando por la prisión de 
más de cinco años y las inhabilitaciones igualmente superiores a 
los mismos cinco años.

En este punto conviene aclarar que no se ha localizado ni 
encontrado en el CPF una disposición, por lo menos, semejante  
a la transcrita, por lo que podríamos (plausiblemente) concluir 
en la inexistencia de la figura como tal, por un lado y, consecuen
temente, de la inaplicabilidad en la materia fiscal federal, toda vez 
que en esta última podría (también válidamente) cobrar vigencia 
la figura jurídica de la vacatio legis, con lo que la aplicación por 
parte de la autoridad fiscal de la defraudación fiscal como delito 
grave pone en franco estado de indefensión a los contribuyentes, 
quedando solamente a éstos la interposición del juicio de garan-
tías o juicio de amparo, o de hacer valer (si lo encontramos) algún 
pronunciamiento por parte del Poder Judicial de la Federación.

Tal opinión es sostenida también por el primer Tribunal Cole-
giado en Materias Penal y Civil del Cuarto Circuito, esto cuando 
emitió la tesis aislada IV.1o.P.C.9 K, visible en la página 1002, del 
Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta, Tomo XI, del mes 
de marzo de 2000, donde a la letra se señala que en tal circuns-
tancia se estará a que: “…los casos no previstos por las leyes son 
resueltos por la jurisprudencia, que adquiere obligatoriedad para 
ser aplicada por los tribunales.” La tesis íntegra se reproduce a 
continuación:

JURISPRUDENCIA. CASO EN QUE SU APLICACIÓN ESTÁ SUJE-
TA AL PRINCIPIO DE NO RETROACTIVIDAD.- La jurisprudencia 
puede ser de distintos tipos: confirmatoria, o sea, aquella que sim­
plemente corrobora el sentido claro y preciso de una ley; interpretativa,  
cuando determina el alcance de una norma legal definiendo su con­
tenido; y supletoria, la que llena una laguna de la ley, por no haber 
previsto el legislador todas las hipótesis que pudieran presentarse 
sobre un problema jurídico determinado, caso en el que, ante el va­
cío de la ley, la jurisprudencia viene a constituir una verdadera fuente 
formal del derecho, al integrar al orden jurídico una norma general, 
abstracta, impersonal y obligatoria. Esta jurisprudencia supletoria tie­
ne su fundamento en el artículo 14 constitucional, que establece que 

en los juicios del orden civil la 
sentencia debe ser conforme 
a la letra o interpretación de la 
ley, y a falta de ésta se fundará 
en los principios generales del 
derecho; así como en el artícu­
lo 18 del Código Civil Federal, 
que prescribe que el silencio, 
oscuridad o insuficiencia de la 
ley, no autoriza a los Jueces o tri­
bunales para dejar de resolver 
una controversia. Así, el Juez o 
tribunal que a falta de una ley 
aplicable resuelve conforme 
a los principios generales del 
derecho, excede la función 
de mera interpretación, pues 
crea nuevas normas jurídicas 
y de esa forma los casos no 
previstos por las leyes son re-
sueltos por la jurisprudencia, 
que adquiere obligatoriedad 
para ser aplicada por los tri-
bunales. Ahora bien, en esa  
hipótesis la aplicación de la juris­
prudencia está sujeta al principio 
de no retroactividad consignado 
en el artículo 14, primer párrafo, 
de la Constitución Federal, por­
que, al igual que la ley, su ámbito 
temporal de validez se inicia en 
el momento de su emisión y pu­
blicación, que es cuando queda 
integrada al orden jurídico que 
antes de la labor jurisprudencial 
era incompleto, por lo que no 
puede regir hacia el pasado sin 
contrariar la garantía de seguri­
dad jurídica que consigna el re­
ferido precepto constitucional.
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PRIMER TRIBUNAL COLEGIADO EN MA­
TERIAS PENAL Y CIVIL DEL CUARTO CIRCUITO.

Amparo directo 655/98.- Fianzas México Bital, S.A., 
Grupo Financiero Bital.- 9 de marzo de 1999.- 
Unanimidad de votos.- Ponente: Abraham S. 
Marcos Valdés.- Secretaria: María Isabel Gonzá-
lez Rodríguez.

Véase: Semanario Judicial de la Federación y 
su Gaceta, Novena Época, Tomo XII, diciembre 
de 2000, página 16, tesis por contradicción P./J. 
145/2000, con el rubro: “JURISPRUDENCIA. SU 
APLICACIÓN NO VIOLA LA GARANTÍA DE 
IRRETROACTIVIDAD DE LA LEY.”

(El uso de negrillas dentro del texto es nuestro.)

CONCLUSIONES

De lo analizado y comentado podemos extraer 
algunas conclusiones:

• La figura del delito grave en el ámbito jurídico
mexicano actualmente no se define, contra-
riando principios generales del derecho y de-
jando en estado de indefensión a los sujetos
regulados.

Aparejada a esa conclusión, podemos afir-
mar que la consideración de esa figura penal en
la materia fiscal traerá consigo inconsistencias
jurídicas y falta de apego al estado de derecho
en nuestro país. Es así en razón de que pre-
tendidamente el calificativo de “delito grave”
toma su esencia del derecho penal adecuán-
dose a la esencia del sistema tributario, si bien
es cierto con sus respectivas adecuaciones, lo
que sin duda no es nocivo jurídicamente si se
ajusta al principio de legalidad establecido por

la Carta Magna en su numeral 31, fracción IV, 
y a la prevalencia irrestricta del citado estado 
de derecho.

• La propuesta (quitándole la desproporción
que trae consigo), por sus objetivos y trascen-
dencia en el desarrollo de las funciones del
Estado, se manifiesta como de suma impor-
tancia en la aplicación y el alcance en la per-
cepción de recursos para el gasto público que,
hay que destacarlo, son para la canalización de
las funciones fundamentales del Estado mo-
derno: la prestación de servicios públicos y la
satisfacción de las necesidades generales de
la población.

• Las autoridades fiscales, federales y locales de-
ben tener presente que los recursos derivados
de las percepciones tributarias deberán tener
como destino los citados gastos públicos, toda
vez que de no ser de esa manera se estaría des-
virtuando, tergiversando y manipulando la fun-
ción y esencia de dicho cobro de contribuciones.

CONSIDERACIÓN
Siempre es vigente y necesario exigir que los su-
jetos de la relación jurídico-tributaria entiendan 
el sentido y alcance del delito en la materia y no 
verlo como una simple infracción fiscal sin con-
secuencias patrimoniales, tanto para el particu-
lar como para el mismo Estado.

REFERENCIAS BIBLIOGRÁFICAS
1	https://www.elfinanciero.com.mx/economia/ingresos-

publicos-factor-de-riesgo-en-2020
2	Martínez C., Víctor Manuel, Delitos fiscales y el nuevo 

sistema de justicia penal, p. 498, Entre libertad y castigo: 
Dilemas del Estado contemporáneo, vid. En: archivos.
jurídicas.unam.mx

3	Ibid.
4	Ibid, p. 499.
5	Vid.: Rae.es/lema/delito-grave 
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INTRODUCCIÓN

Es ampliamente conocido que por la enajenación 
de una casa habitación no se pagará el impues-
to sobre la renta (IVA); es decir, la venta de casa 
habitación está exenta, así lo señala el artículo 9 
en su fracción II de la Ley del Impuesto al Valor 
Agregado (LIVA).

Artículo 9o. No se pagará el impuesto en la 
enajenación de los siguientes bienes:

. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . .                                          

II. Construcciones adheridas al suelo, destina­
das o utilizadas para casa habitación. Cuando sólo 

parte de las construcciones se utilicen o destinen a 
casa habitación, no se pagará el impuesto por di­
cha parte. Los hoteles no quedan comprendidos 
en esta fracción.

TRATAMIENTO DE LA 
CONSTRUCCIÓN DE CASA 
HABITACIÓN PARA EFECTOS 
DEL IVA

No obstante lo anterior, la Ley no señala cuál es 
el tratamiento del IVA cuando dicha casa habita-
ción no se adquiere construida, sino que se cons-
truye por la persona que pretende habitarla. En 
este caso, el Reglamento de la Ley del Impuesto 

Exención del IVA por servicios 
prestados para construcción 

de casa habitación
Dra. Flor de María Tavera Ramírez1
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De la lectura del artículo 29 del RLIVA encontramos un bene-
ficio importante: la construcción de una casa habitación también 
se encuentra exenta de este impuesto; mejor aún, el reglamento 
no exenta únicamente la edificación completa sino que incluso 
exenta la ampliación y la instalación de casas prefabricadas, con 
la condición de que se destinen para casa habitación.

La condicionante para que esta edificación se encuentre exen-
ta del IVA es que el prestador del servicio, llámese arquitecto, in-
geniero, constructora, o de cualquier manera, proporcione mano 
de obra y materiales. En otras palabras, quien preste el servicio de 
edificación deberá adquirir también los materiales y contratar a 
los trabajadores para la edificación de dicha vivienda, para que se 
aplique la exención, es decir, debe ser un servicio integral.

Ejemplo:

El señor Leopoldo Díaz posee un terreno ubicado en la calle 
Madero número 153, colonia Centro y desea edificar su casa ha-
bitación, para lo cual contrata los servicios del ingeniero Cayeta-
no Montiel, quien conviene en realizar la edificación para lo cual 
realiza el proyecto. Ambas partes celebran un contrato por admi-
nistración en donde se estará presentando una relación de gastos 
semanal por todos aquellos que se incurrieran en la obra, tanto 
material como mano de obra y honorarios por la dirección técnica.

Los trabajadores que participarán en la construcción serán re-
gistrados en el Instituto Mexicano del seguro Social (IMSS), sien-
do el ingeniero Cayetano Montiel su patrón.

Un contador
te está leyendo

ventas@casiacreaciones.com.mx (55) 5998-8903 y (55) 5998-8904

al Valor Agregado (RLIVA) es el 
que señala qué tratamiento se 
le dará, específicamente el ar
tículo 29, que prevé lo siguiente:

Artículo 29. Para los efectos 
del artículo 9o., fracción II de la 
Ley, la prestación de los servicios 
de construcción de inmuebles 
destinados a casa habitación, 
ampliación de ésta, así como la 
instalación de casas prefabrica­
das que sean utilizadas para este 
fin, se consideran comprendidos 
dentro de lo dispuesto por di­
cha fracción, siempre y cuando el 
prestador del servicio proporcio­
ne la mano de obra y materiales.

Tratándose de unidades habi­
tacionales, no se considera como 
destinadas a casa habitación las 
instalaciones y obras de urbaniza­
ción, mercados, escuelas, centros 
o locales comerciales, o cualquier
otra obra distinta a las señaladas.



21

730

Co
nf

or
m

e a
l a

rt
íc

ul
o 

29
 d

el
 R

LI
VA

, n
o 

se
 ca

us
ar

á 
es

te
 im

pu
es

to
 p

or
 la

 p
re

st
ac

ió
n 

de
 lo

s s
er

vi
ci

os
 d

e c
on

st
ru

cc
ió

n,
 

ya
 q

ue
 p

or
 lo

s m
ism

os
 e

l c
on

st
ru

ct
or

 p
ro

po
rc

io
na

 la
 m

an
o 

de
 o

br
a 

y 
m

at
er

ia
le

s.
En

 la
 p

rim
er

a 
se

m
an

a 
de

 co
ns

tr
uc

ci
ón

 lo
s g

as
to

s q
ue

 se
 in

cu
rr

ie
ro

n 
so

n:
 

Fa
ct

ur
a

Co
nc

ep
to

M
on

to
IV

A
Re

te
nc

ió
n 

de
l I

VA
Re

te
nc

ió
n 

de
l I

SR
N

et
o

O
bs

er
va

ci
on

es
A

 3
95

8
Ce

m
en

to
$5

,0
00

.0
0

$8
00

.0
0 

$5
,8

00
.0

0
SX

 9
39

40
5

Pa
la

s 
y 

m
at

er
ia

le
s 

va
rio

s
3,

00
0.

00
 

48
0.

00
 

3,
48

0.
00

90
0

Pe
rm

is
os

 a
yu

nt
am

ie
nt

o
1,

50
0.

00
1,

50
0.

00
 

67
89

Su
bc

on
tr

at
ac

ió
n 

in
st

al
ac

io
ne

s 
sa

ni
ta

ria
s

5,
00

0.
00

80
0.

00
$3

00
.0

0*
5,

50
0.

00
 

35
6

H
on

or
ar

io
s 

le
va

nt
am

ie
nt

o 
to

po
gr

áfi
co

1,
00

0.
00

16
0.

00
1,

16
0.

00
To

ta
l 

$1
5,

50
0.

00
$2

,2
40

.0
0

$1
7,

44
0.

00

*
Po

r 
el

 s
er

vi
ci

o 
su

bc
on

tr
at

ad
o 

de
 in

st
al

ac
io

ne
s 

sa
ni

ta
ria

s, 
se

 d
eb

e 
re

te
ne

r 
el

 IV
A

 d
el

 6
%

 p
or

 la
 c

on
tr

ap
re

st
ac

ió
n 

de
 c

on
fo

rm
id

ad
 c

on
 e

l a
rt

íc
ul

o 
1o

.-
A

, f
ra

cc
ió

n 
IV

, d
e 

la
 L

IV
A

 v
ig

en
te

, y
a 

qu
e 

el
 in

ge
ni

er
o 

Ca
ye

ta
no

 e
s 

pe
rs

on
a 

fís
ic

a 
qu

e 
re

al
iz

a 
ac

tiv
id

ad
es

 e
m

pr
es

ar
ia

le
s 

y 
el

 s
er

vi
ci

o 
su

bc
on

tr
at

ad
o

im
pl

ic
a 

qu
e 

se
 p

us
o 

a 
di

sp
os

ic
ió

n 
pe

rs
on

al
 p

or
 c

uy
os

 s
er

vi
ci

os
 s

e 
be

ne
fic

ia
 d

ire
ct

am
en

te
 e

l 
co

ns
tr

uc
to

r, 
qu

e 
a 

su
 v

ez
 c

ob
ra

rá
 d

ic
ho

s 
se

rv
ic

io
s.

Po
r t

od
os

 lo
s g

as
to

s a
nt

er
io

re
s, 

el
 c

on
st

ru
ct

or
 d

eb
er

á 
re

ca
ba

r e
l c

om
pr

ob
an

te
 fi

sc
al

 d
ig

ita
l p

or
 in

te
rn

et
 (C

FD
I) 

co
rr

es
po

nd
ie

nt
e 

a 
su

 n
om

br
e 

y 
cu

m
pl

ir 
co

n 
lo

s r
eq

ui
sit

os
 d

e 
de

du
ci

bi
lid

ad
 q

ue
 m

ar
ca

 la
 L

ey
 d

el
 Im

pu
es

to
 so

br
e 

la
 

Re
nt

a 
(L

IS
R)

.
Co

m
o 

se
 p

ue
de

 o
bs

er
va

r, 
el

 to
ta

l d
e 

lo
s 

ga
st

os
 re

al
iz

ad
os

 c
au

só
 e

l I
VA

 c
on

 re
la

ci
ón

 a
l s

er
vi

ci
o 

de
 in

st
al

ac
io

ne
s 

sa
ni

ta
ria

s, 
es

 im
po

rt
an

te
 re

m
ar

ca
r q

ue
 d

ic
ho

 s
er

vi
ci

o 
sí 

ca
us

a 
IV

A 
al

 16
%

, y
a 

qu
e 

au
nq

ue
 e

s 
un

 s
er

vi
ci

o 
ne

ce
sa

rio
 

pa
ra

 la
 ed

ifi
ca

ci
ón

 d
e l

a 
ca

sa
 h

ab
ita

ci
ón

 ex
ist

e e
l c

rit
er

io
 n

or
m

at
iv

o 
(2

8/
IV

A/
N

), 
qu

e d
ej

a 
en

 cl
ar

o 
qu

e d
ic

ho
s t

ra
ba

jo
s 

de
 in

st
al

ac
ió

n 
sa

ni
ta

ria
, o

 cu
al

qu
ie

r o
tr

a 
la

bo
r q

ue
 e

l c
on

st
ru

ct
or

 co
nt

ra
te

 a
 te

rc
er

os
 n

o 
es

 la
 e

je
cu

ci
ón

 m
ism

a 
de

 la
 

co
ns

tr
uc

ci
ón

 y,
 p

or
 lo

 ta
nt

o,
 n

o 
es

 a
pl

ic
ab

le
 la

 e
xe

nc
ió

n 
de

l i
m

pu
es

to
.



22

73
0

Enajenación de casa 
habitación. La disposición 

que establece que no se 
pagará el IVA  

no abarca a servicios 
parciales en su construcción

El artículo 9, fracción II de la 
Ley del IVA establece que no 
se pagará dicho impuesto en la 
enajenación de construcciones 
adheridas al suelo destinadas o 
utilizadas para casa habitación.

Asimismo, el artículo 29 del 
Reglamento de dicha ley seña­
la que quedan comprendidos 
dentro de la exención la pres­
tación de servicios de construc­
ción de inmuebles destinados 
a casa habitación, la ampliación 
de éstas y la instalación de casas 
prefabricadas que sean utiliza­
das para ese fin, siempre que 
el prestador del servicio pro­
porcione la mano de obra y los 
materiales.

Por lo anterior, los trabajos 
de instalaciones hidráulicas, sa­
nitarias, eléctricas, de cancelería 
de fierro o aluminio y, en gene­
ral, cualquier labor que los cons­
tructores de inmuebles contra­
ten con terceros para realizarlos 
o incorporarlos a inmuebles y
construcciones nuevas destina­
das a casa habitación, no se en-
cuentran incluidos en la exen-
ción prevista en el artículo 9,
fracción II de la mencionada

ley y 29 de su reglamento, ya que dichos servicios por sí mismos 
no constituyen la ejecución misma de una construcción adheri-
da al suelo, ni implican la edificación de dicho inmueble.

(El uso de negrillas dentro del texto es nuestro.)

En esa misma semana se contrataron a cuatro trabajadores, 
pagando un sueldo base de $2,000.00 semanales a cada uno, menos 
retenciones del impuesto sobre la renta (ISR) y cuota obrera de se-
guridad social, el monto de dichas retenciones es irrelevante para 
este ejercicio, ya que la cantidad que se debe cobrar al cliente es  
el monto de las percepciones otorgadas al trabajador, y no el mon-
to líquido que se le entrega al mismo. 

El constructor, en su carácter de patrón, deberá cumplir con 
todas las obligaciones patronales que marca la Ley Federal del 
Trabajo (LFT) y la Ley del Seguro Social (LSS), incluida la obli-
gación de registrar la obra en el Servicio Integral de Registro de 
Obras de Construcción (SIROC), así como emitir los CFDI de nó-
mina correspondientes y cumplir los requisitos para que dichos 
recibos sean deducibles de impuestos.

Recordemos que el constructor, al estar realizando una activi-
dad exenta del IVA, no podrá acreditar el IVA pagado a los provee-
dores ($2,240.00.00), dicho monto será deducible en términos del 
artículo 28, fracción XV, de la LISR.

La base para el cálculo de los honorarios, así como el cobro de 
los gastos incurridos, será del monto más el IVA.

Es importante aclarar que las retenciones, tanto de la subcon-
tratación de instalaciones sanitarias como de la nómina, no se de-
ben restar del monto que se cobrará al cliente, ya que de hacerlo el 
constructor estaría enterando con su propio dinero los impuestos 
retenidos.

Materiales (15,500 + 2,240) $17,740.00
Mano de obra (2,000 x 4) 8,000.00
Honorarios (17,740 + 8,000) x 10% 2,574.00 
Total factura $28,314.00 
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Como se observa, en cada concepto se marca el IVA trasladado como exento y, por lo tanto no se 
traslada el IVA por ninguno de los conceptos que forman la factura.

En cuanto a la clave de producto, el catálogo del SAT ofrece las siguientes opciones que conside-
ramos aplicables:

72111000 Servicios de construcción de unidades unifamiliares
72111001 Servicios de reparación o ampliación por remodelación de viviendas unifamiliares
72111006 Servicio de construcción de casas unifamiliares nuevas
72111007 Servicio de instalación de casas unifamiliares prefabricadas
72111008 Servicio de construcción de casas en la ciudad o casas jardín unifamiliares nuevas

CONCLUSIÓN

Los servicios de construcción de inmuebles destinados a casa habitación se encuentran exentos del 
IVA. Es importante conocer esta disposición, ya que lamentablemente, por desconocimiento, mu-
chos constructores reciben el dinero en sus cuentas para hacer pagos por cuenta de sus clientes sin 
solicitar los comprobantes correspondientes, teniendo así el riesgo de que todo el monto depositado 
en sus cuentas bancarias se considere un ingreso acumulable en términos del artículo 101, fracción 
IV, de la LISR.

REFERENCIA
1	El contenido de este artículo no constituye una consulta particular, por lo tanto, los autores no asumen responsabi-

lidad alguna de la interpretación o aplicación que el usuario le pueda dar. Se trata de una reflexión sobre las dispo-
siciones legales vigentes, las cuales deben ser consultadas en todo momento como fuente original de los derechos y 
obligaciones de los contribuyentes.  

Sé parte del 
Universo Contable 

Anúnciate aquí
ventas@casiacreaciones.com.mx (55) 5998-8903 y (55) 5998-8904
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A P R O B A D O
D E C L I N A D O

L.D. Juan José Ines Trejo
Licenciado en derecho por la Universidad Autónoma de Tlaxcala. Consultor fiscal de la revista
PAF. Colaborador del área de “Consultas fiscales” de Casia Creaciones. Asesor fiscal independiente.
juantrejo@casiacreaciones.com.mx

Finalidad: Conocer los supuestos de aplicación 
del adicionado numeral 17-H Bis al Código Fiscal de 
la Federación (CFF) para la restricción temporal 
de certificados de sello digital (CSD), así como 
el procedimiento para presentar la solicitud de 
aclaración a través de la página electrónica del 
Servicio de Administración Tributaria (SAT) para 
subsanar las irregularidades detectadas, o bien, 
para desvirtuar las causas que motivaron la apli-
cación de tal medida, en donde los contribuyen-
tes podrán aportar las pruebas que a su derecho 
convenga, a fin de que al día siguiente al de la so-
licitud se restablezca el uso de dicho certificado.

Orientado a: Empresarios, contadores, aboga-
dos, administradores, personal de Recursos hu-
manos, estudiantes, así como a cualquier perso-
na interesada en el tema.

Consideraciones al tema: La última reforma al 
CFF publicada en el decreto del día 9 de diciem-
bre del año 2019 en el Diario Oficial de la Fede-
ración (DOF) que entró en vigor a partir del 1 
de enero del 2020, adicionó el numeral 17-H Bis 
al citado código tributario con la finalidad de 
incorporar una serie de supuestos para que la 
autoridad fiscal tenga la facultad de bloquear 
temporalmente los CSD de los contribu
yentes que se ubiquen en dichos supuestos, los 
cuales mencionaremos en el desarrollo del pre-
sente taller.

Fundamento jurídico: Artículos 17-G, primer 
párrafo, 17-H, primer párrafo y 17-H Bis del CFF; 
reglas 2.2.4 y 2.2.15 y fichas de trámite 108/CFF y 
296/CFF del Anexo 1-A de la Resolución Miscelá-
nea Fiscal 2020 (RMF-2020).

Procedimiento de aclaración 
por restricción temporal  

de CSD
Artículo 17-H Bis del CFF 2020

L.D. Juan José Ines Trejo
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ANÁLISIS DEL TEXTO

1. ¿Qué es el CSD?

R: Es un archivo electró
nico utilizado para la emisión 
de comprobantes fiscales, el 
cual confirma el vínculo entre  
el contribuyente y la informa-
ción que se encuentra en la firma 
electrónica avanzada (e.firma), 
siendo expedido por el SAT.

2. ¿Para el trámite del CSD
se tiene que acudir perso­
nalmente a la Administra­
ción?

R: No, el trámite del CSD 
se realiza mediante e portal del 
SAT, con base en la ficha de trá-
mite 108/CFF del Anexo 1-A de 
la RMF-2020.

3. ¿Qué información debe
contener el CSD que sea ex­
pedido por el SAT para ser vá­
lido?

R: De acuerdo con el artícu-
lo 17-G del CFF deberá contener 
la siguiente información:

Artículo 17-G. Los certifi­
cados que emita el Servicio de 
Administración Tributaria para 
ser considerados válidos debe­
rán contener los datos siguien­
tes:

I. La mención de que se expiden como tales. Tratándose de cer­
tificados de sellos digitales, se deberán especificar las limitantes que 
tengan para su uso. 

II. El código de identificación único del certificado.
III. La mención de que fue emitido por el Servicio de Administra­

ción Tributaria y una dirección electrónica. 
IV. Nombre del titular del certificado y su clave del registro federal

de contribuyentes. 
V. Período de vigencia del certificado, especificando el día de ini­

cio de su vigencia y la fecha de su terminación. 
VI. La mención de la tecnología empleada en la creación de la fir­

ma electrónica avanzada contenida en el certificado. 
VII. La clave pública del titular del certificado.

4. ¿El SAT puede dejar sin efectos el CSD para evitar que sea
utilizado y no puedan emitir comprobantes fiscales?

R: Sí, de conformidad con el artículo 17-H del CFF, el SAT deja-
rá sin efectos los certificados en ciertos supuestos, por lo que a su 
letra el artículo indica lo siguiente:

Artículo 17-H. Los certificados que emita el Servicio de Adminis­
tración Tributaria quedarán sin efectos cuando:

I. Lo solicite el firmante.
II. Lo ordene una resolución judicial o administrativa.
III. Fallezca la persona física titular del certificado. En este caso la

revocación deberá solicitarse por un tercero legalmente autorizado, 
quien deberá acompañar el acta de defunción correspondiente. 

IV. Se disuelvan, liquiden o extingan las sociedades, asociaciones y
demás personas morales. En este caso, serán los liquidadores quienes 
presenten la solicitud correspondiente.

V. La sociedad escindente o la sociedad fusionada desaparezca
con motivo de la escisión o fusión, respectivamente. En el primer caso, 
la cancelación la podrá solicitar cualquiera de las sociedades escindi­
das; en el segundo, la sociedad que subsista.  

VI. Transcurra el plazo de vigencia del certificado.
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VII. Se pierda o inutilice por daños, el medio
electrónico en el que se contengan los certificados. 

VIII. Se compruebe que al momento de su ex­
pedición, el certificado no cumplió los requisitos 
legales, situación que no afectará los derechos de 
terceros de buena fe. 

IX. Cuando se ponga en riesgo la confiden­
cialidad de los datos de creación de firma elec­
trónica avanzada del Servicio de Administración 
Tributaria. 

X. Se agote el procedimiento previsto en el
artículo 17-H Bis de este Código y no se hayan 
subsanado las irregularidades detectadas o 
desvirtuado las causas que motivaron la res-
tricción temporal del certificado. 

(El uso de negrillas dentro del texto es nuestro.)

5. ¿Cuáles son los supuestos para que la auto­
ridad fiscal restrinja temporalmente los CSD?

R: De conformidad con el artículo 17-H Bis 
del CFF, el SAT dejará sin efectos los certifi
cados de manera temporal cuando el contribu-
yente se ubique en los supuestos previstos por 
dicho numeral, el cual indica lo siguiente:

Artículo 17-H Bis. Tratándose de certificados 
de sello digital para la expedición de comproban­
tes fiscales digitales por Internet, previo a que se 
dejen sin efectos los referidos certificados, las au­
toridades fiscales podrán restringir temporalmen­
te el uso de los mismos cuando:

I. Detecten que los contribuyentes, en un ejer­
cicio fiscal y estando obligados a ello, omitan la 
presentación de la declaración anual transcurrido 
un mes posterior a la fecha en que se encontraban 

obligados a hacerlo en términos de las disposicio­
nes fiscales, o de dos o más declaraciones provi­
sionales o definitivas consecutivas o no conse­
cutivas. 

II. Durante el procedimiento administrativo de
ejecución no localicen al contribuyente o éste desa­
parezca. 

III. En el ejercicio de sus facultades, detecten
que el contribuyente no puede ser localizado  
en su domicilio fiscal, desaparezca durante el 
procedimiento, desocupe su domicilio fiscal  
sin presentar el aviso de cambio correspondiente 
en el registro federal de contribuyentes, se igno­
re su domicilio, o bien, dentro de dicho ejercicio 
de facultades se tenga conocimiento de que los 
comprobantes fiscales emitidos se utilizaron para 
amparar operaciones inexistentes, simuladas o  
ilícitas. 

Para efectos de esta fracción, se entenderá que 
las autoridades fiscales actúan en el ejercicio de 
sus facultades de comprobación desde el momen­
to en que realizan la primera gestión para la notifi­
cación del documento que ordene su práctica. 

IV. Detecten que el contribuyente emisor de
comprobantes fiscales no desvirtuó la presunción 
de la inexistencia de las operaciones amparadas en 
tales comprobantes y, por tanto, se encuentra de­
finitivamente en dicha situación, en términos del 
artículo 69-B, cuarto párrafo de este Código. 

V. Detecten que se trata de contribuyentes que
se ubiquen en el supuesto a que se refiere el octa­
vo párrafo del artículo 69-B de este Código y, que 
una vez transcurrido el plazo previsto en dicho  
párrafo no acreditaron la efectiva adquisición de 
los bienes o recepción de los servicios, ni corrigie­
ron su situación fiscal. 

VI. Derivado de la verificación prevista en el ar­
tículo 27 de este Código, detecten que el domici­
lio fiscal señalado por el contribuyente no cumple 
con los supuestos del artículo 10 de este Código. 
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VII. Detecten que el ingreso
declarado, así como el impuesto 
retenido por el contribuyente, 
manifestados en las declara­
ciones de pagos provisionales, 
retenciones, definitivos o anua­
les, no concuerden con los se­
ñalados en los comprobantes 
fiscales digitales por Internet,  
expedientes, documentos o ba­
ses de datos que lleven las au­
toridades fiscales, tengan en su 
poder o a las que tengan acceso. 

VIII. Detecten que, por
causas imputables a los contri­
buyentes, los medios de contac­
to establecidos por el Servicio 
de Administración Tributaria 
mediante reglas de carácter ge­
neral, registrados para el uso del 
buzón tributario, no son correc­
tos o auténticos. 

IX. Detecten la comisión
de una o más de las conduc­
tas infractoras previstas en los 
artículos 79, 81 y 83 de este  

ordenamiento, y la conducta sea realizada por el contribuyente titu­
lar del certificado de sello digital. 

X. Detecten que se trata de contribuyentes que no desvirtuaron la
presunción de transmitir indebidamente pérdidas fiscales y, por tan­
to, se encuentren en el listado a que se refiere el octavo párrafo del 
artículo 69-B Bis de este Código.

6. ¿A qué procedimiento se refiere la fracción X del artículo 17-H
del CFF y qué relación tiene con el artículo 17-H Bis del CFF?

R: El procedimiento a que se refiere la fracción X del artículo 
17-H del CFF es respecto a una solicitud de aclaración que se debe
ingresar para desvirtuar el supuesto por el cual el SAT restringió el
CSD de manera temporal.

De acuerdo con el artículo 17-H Bis, párrafo segundo, del CFF 
se indica lo siguiente:

Artículo 17-H Bis. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . .                                          

Los contribuyentes a quienes se les haya restringido tempo­
ralmente el uso del certificado de sello digital para la expedición 
de comprobantes fiscales digitales por Internet podrán presen-
tar la solicitud de aclaración a través del procedimiento que, 
mediante reglas de carácter general, determine el Servicio de  

Un contador
te está leyendo

ventas@casiacreaciones.com.mx (55) 5998-8903 y (55) 5998-8904
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Administración Tributaria para subsanar las 
irregularidades detectadas, o bien, para des-
virtuar las causas que motivaron la aplicación 
de tal medida, en el cual podrán aportar las 
pruebas que a su derecho convenga, a fin de 
que, al día siguiente al de la solicitud se resta-
blezca el uso de dicho certificado.

(El uso de negrillas dentro del texto es nuestro.)

7. ¿Cuánto tiempo tiene la autoridad para
emitir la resolución en respuesta a la solicitud
de aclaración?

R: El plazo que tiene la autoridad para emitir 
una resolución, después de recibida la solicitud 
de aclaración, es de máximo 10 días, como lo in-
dica el segundo párrafo del artículo 17-H Bis:

Artículo 17-H Bis. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . .                         

La autoridad fiscal deberá emitir la resolución 
sobre dicho procedimiento en un plazo máximo 
de diez días, contado a partir del día siguien-
te a aquél en que se reciba la solicitud corres-
pondiente. 

(El uso de negrillas dentro del texto es nuestro.)

8. Durante el lapso en el que tramita la acla­
ración, ¿se podrá usar el CSD para la expedi­
ción de comprobantes fiscales?

R: Sí, hasta en tanto la autoridad emita una 
resolución a la solicitud de aclaración, se per-
mitirá el uso del CSD para que puedan conti-
nuar emitiendo sus comprobantes fiscales, de  

conformidad con el artículo 17-H Bis, segundo 
párrafo, del CFF.

9. Posterior a que se presenta la solicitud de
aclaración, ¿la autoridad podrá solicitar do­
cumentación e información adicional al con­
tribuyente que inició con el procedimiento de
solicitud de aclaración?

R: Así es, de conformidad con el tercer  
párrafo del artículo 17-H Bis del CFF la autoridad 
podrá solicitar más información al contribuyente 
dentro de los primeros cinco días a aquel en que 
el contribuyente hubiese presentado la solicitud 
de aclaración; a su letra el fundamento indica lo 
siguiente:

Artículo 17-H Bis. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . .                         

Para los efectos del párrafo anterior, la autori­
dad fiscal podrá requerir al contribuyente median­
te oficio que se notificará por medio del buzón 
tributario, dentro de los cinco días siguientes a 
aquél en que el contribuyente haya presenta-
do su solicitud de aclaración, los datos, infor-
mación o documentación adicional que consi-
dere necesarios.

(El uso de negrillas dentro del texto es nuestro.)

10. ¿Cuántos días tendrá el contribuyente
para enviar la información adicional que la
autoridad solicitó por motivo de la aclaración
correspondiente?

R: El plazo que tiene el contribuyente para 
enviar la información adicional que la autori-
dad fiscal le solicitó es de cinco días, que serán  
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contados a partir de que surtió efectos la notificación, de confor-
midad con el artículo 17-H Bis, tercer párrafo, del CFF. 

11. ¿Existe una prórroga para el tiempo que se tiene de entre­
gar la información adicional que la autoridad solicite a los
contribuyentes?

R: Sí existe una prórroga y será por el plazo de cinco días, con 
la condición de que se solicite dentro del plazo de los primeros 
cinco días que se tienen en un inicio para poder enviar la infor-
mación y/o documentación adicional al SAT que se manifiesta en 
la pregunta 9 del presente taller; asimismo, una vez presentada se 
dará por otorgada, sin necesidad de que la autoridad se pronuncie 
respecto a dicha solicitud de prórroga, de acuerdo con el artículo 
17-H Bis, párrafo cuarto, del CFF el cual indica lo siguiente:

Artículo 17-H Bis. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . .                                          

Los contribuyentes podrán solicitar a través del buzón tributario, 
por única ocasión, una prórroga de cinco días al plazo a que se 
refiere el párrafo anterior, para aportar los datos, información o do­
cumentación requerida, siempre y cuando la solicitud de prórroga se 
efectúe dentro de dicho plazo. La prórroga solicitada se entende-
rá otorgada sin necesidad de que exista pronunciamiento por 
parte de la autoridad y se comenzará a computar a partir del 
día siguiente al del vencimiento del plazo previsto en el párrafo 
anterior. 

(El uso de negrillas dentro del texto es nuestro.)

12. El plazo de los 10 días que tiene la autoridad para emitir la
resolución, ¿se empezará a contar desde el primer día en que
la autoridad reciba la solicitud de aclaración?

R: No, el plazo de los 10 días comenzará a computarse a partir 
del día en que concluya el plazo para aportar los datos, informa-
ción o documentación requeridos o, en su caso, el de la prórroga, 
de conformidad con el artículo 17-H Bis, quinto párrafo, del CFF.

13. La autoridad fiscal, ¿pue­
de desahogar diligencias o
procedimientos adicionales,
si es que la información que
se proporcionó por parte de
los contribuyentes generó la
necesidad de realizar dicha
acción?

R: Sí, el penúltimo párrafo 
del artículo 17-H Bis del CFF in-
dica lo siguiente:

Artículo 17-H Bis. . . . . . . . .       

Asimismo, si del análisis a los 
datos, información o documen­
tación presentada por el contri­
buyente a través de su solicitud 
de aclaración o en atención al  
requerimiento, resulta nece
sario que la autoridad fis-
cal realice alguna diligencia 
o desahogue algún proce
dimiento para estar en apti-
tud de resolver la solicitud
de aclaración respectiva, la
autoridad fiscal deberá infor-
mar tal circunstancia al con-
tribuyente, mediante oficio
que se notificará por medio
del buzón tributario, dentro
de los cinco días siguientes a
aquél en que éste haya pre-
sentado la solicitud de acla-
ración o haya atendido el re-
querimiento, en cuyo caso la
diligencia o el procedimien-
to de que se trate deberá
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efectuarse en un plazo no mayor a cinco días, 
contados a partir de la fecha en que surta efec-
tos la notificación del oficio correspondiente. 
El plazo de diez días para resolver la solicitud de 
aclaración comenzará a computarse a partir de la 
fecha en que la diligencia o procedimiento se haya 
desahogado.

(El uso de negrillas dentro del texto es nuestro.)

14. ¿Qué pasará si derivado del procedimien­
to de la solicitud de aclaración contemplada
en el artículo 17-H Bis del CFF se determinó
que el contribuyente no subsanó las irre­
gularidades detectadas o no desvirtuó las
causas que motivaron la restricción provisio­
nal del CSD?

R: El SAT emitirá la resolución para que se 
deje sin efectos el CSD y se bloquee para que no 
pueda ser utilizado para expedir comprobantes 
fiscales; de acuerdo con el último párrafo del ar-
tículo 17-H Bis del CFF.

15. ¿Cuál es la regla de carácter general que
rige la operación de solicitud de aclaración
que se menciona en el segundo párrafo del ar­
tículo 17-H Bis del CFF?

R: La regla que contempla el procedimien-
to para presentar la solicitud de aclaración es la 
2.2.15 de la RMF-2020, que a su letra indica lo si-
guiente:

Procedimiento para restringir temporalmente 
el uso del CSD para la expedición de CFDI y 
para subsanar la irregularidad o desvirtuar  

la causa detectada

2.2.15. Para los efectos del artículo 17-H-Bis 
del CFF, cuando las autoridades fiscales de-
tecten alguno de los supuestos previstos en el 
primer párrafo del citado artículo, emitirán un 
oficio en el que se informará al contribuyente 
la restricción temporal de su CSD para la expe-
dición de CFDI y la causa que la motivó, el cual 
será notificado por buzón tributario. 

Los contribuyentes a quienes se les haya res­
tringido temporalmente el uso del CSD para la 
expedición de CFDI podrán presentar la solicitud 
de aclaración conforme a la ficha de trámite 296/
CFF “Aclaración para subsanar las irregularidades 
detectadas o desvirtuar la causa que motivó que 
se le haya restringido temporalmente el uso del  
certificado de sello digital para la expedición  
del CFDI en términos del artículo 17-H Bis del 
CFF”, contenida en el Anexo 1-A. De igual forma, 
utilizarán dicha ficha de trámite para la atención 
del requerimiento de datos, información o do­
cumentación que derive de la presentación de la 
solicitud de aclaración, así como para la solicitud 
de prórroga prevista en el artículo 17-H Bis, cuarto 
párrafo del CFF. 

En los casos en que no sea posible realizar la 
notificación por buzón tributario, la misma se rea­
lizará por estrados, en términos del artículo 134, 
fracción III, en relación con el artículo 17-K, último 
párrafo, ambos del CFF.  

Cuando derivado de la valoración de los datos, 
información o documentación presentada por el 
contribuyente a través de la solicitud de aclara­
ción y, en su caso, atención al requerimiento, se 
determine que subsanó la irregularidad detecta­
da o desvirtuó la causa que motivó la restricción 
temporal del CSD para la expedición de CFDI, el 
contribuyente podrá continuar con el uso del mis­
mo; en caso contrario, se dejará sin efectos el CSD. 
En ambos casos, la autoridad emitirá la resolución 
respectiva.  
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Para la aplicación del procedimiento previsto en 
la presente regla, cuando las autoridades fiscales 
restrinjan temporalmente o restablezcan el uso del 
CSD, se considera que también restringen o resta­
blecen el uso del mecanismo que utilice el contri­
buyente para la expedición de CFDI, conforme a 
las reglas 2.2.8., 2.7.1.3., 2.7.1.21., 2.7.3.1 y 2.7.5.5., 
o cualquier otra que otorgue como facilidad algún
mecanismo que permita la expedición de CFDI.

CFF: 17-H, 17-H Bis, 17-K, 18, 18-A, 29, 69, 134; 
RMF-2020: 2.2.8., 2.7.1.3., 2.7.1.21., 2.7.3.1 y 
2.7.5.5

(El uso de negrillas dentro del texto es nuestro.)

16. ¿Las personas físicas podrán expedir sus
facturas desde el portal el SAT con su contra­
seña del RFC o su e.firma aun cuando se les
haya notificado que su CSD se dejó sin efectos
toda vez que no subsanó las irregularidades
detectadas?

R: No, aun cuando las personas físicas cuen-
tan con la facilidad de expedir sus comprobantes 
fiscales con su e.firma y/o su contraseña del Re-
gistro Federal de Contribuyentes (RFC). El artícu-
lo 17-H Bis hace referencia al CSD en relación a 
que si se llega a dejar sin efectos el CSD, se tendrá 
por entendido que tampoco podrá hacer uso de  
alguna de las aplicaciones del portal del SAT  
de conformidad con la regla 2.2.4 (párrafos cuar-
to y quinto) de la RMF-2020 que a su letra indica 
lo siguiente:

Procedimiento para dejar sin efectos el CSD 
de los contribuyentes, restringir el uso del 
certificado de e.firma o el mecanismo que 

utilizan las personas físicas para efectos de 

la expedición de CFDI y procedimiento para 
desvirtuar o subsanar las irregularidades 

detectadas

2.2.4. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . .                                       

Los contribuyentes a quienes se haya dejado sin 
efectos el o los CSD para la expedición de CFDI, no 
podrán solicitar un nuevo certificado o, en su caso, 
no podrán optar o continuar ejerciendo las opciones 
a que se refieren las reglas 2.2.8. y 2.7.1.21., ni alguna 
otra opción para la expedición de CFDI establecida 
mediante reglas de carácter general, en tanto no sub­
sanen las irregularidades detectadas o desvirtúen la 
causa por la que se dejó sin efectos su CSD.

Para la aplicación del procedimiento previsto 
en la presente regla, cuando las autoridades fisca­
les dejen sin efectos el o los CSD se considera que 
también restringen el uso del mecanismo que uti­
lice el contribuyente para la expedición de CFDI 
conforme a las reglas 2.2.8. y 2.7.1.21., o la que es­
tablezca la opción correspondiente.  

CFF: 17-H, 17-K, 18, 18-A, 29, 69, 134; RMF-2020: 
2.2.8., 2.7.1.21.

17. ¿Cómo se lleva a cabo la aclaración en el
portal del SAT para subsanar o desvirtuar los
hechos por los que se notificaron respecto a
alguno de los supuestos del artículo 17-H Bis?

R: La aclaración se realizará mediante el apli-
cativo denominado Mi Portal, desde el portal del 
SAT, siguiendo las indicaciones que brinda la fi-
cha de trámite “296/CFF Aclaración para subsa-
nar las irregularidades detectadas o desvirtuar la 
causa que motivó que se le haya restringido tem-
poralmente el uso del certificado de sello digital 
para la expedición del CFDI en términos del ar
tículo 17H Bis del CFF”, la cual indica lo siguiente:
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Con base en la ficha se deberán seguir las instrucciones correspondientes:

i.	Primero se deberá ingresar al portal del SAT y dar clic en la opción de “Contacto” (se encuentra
en la parte superior derecha con el ícono con figura de sobre):

Sé parte del 
Universo Contable 

Anúnciate aquí
ventas@casiacreaciones.com.mx (55) 5998-8903 y (55) 5998-8904
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ii.	Después se desplegará una nueva ventana en la cual se encuentran diversos apartados y se dará
clic en la opción “Asistencia por internet (Mi Portal)”, seguido de la opción “Portal personal Mi
Portal (contribuyente)”:

iii.	Luego de dar clic le direccionará a una nueva ventana en la cual solicitará que se autentique con
su RFC y su contraseña del mismo; posteriormente seleccionaremos la opción “Iniciar Sesión”:
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iv.	Después de autenticarse el contribuyente, deberá direccionarse al apartado de “Servicios por
internet” de la nueva ventana desplegada:

v.	Posteriormente se deberá dar clic en a la opción de “Aclaraciones”, seguido de “Solicitud”:
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vi.	Se desplegará una nueva ventana la cual confirmará la información del contribuyente, y se de-
berá realizar el llenado de ciertos campos.

Por lo que en el apartado de “Trámite” se deberá seleccionar la opción y/o etiqueta que se
apegue más a sus necesidades, dependiendo el supuesto del por qué la autoridad realizó la sus-
pensión del CSD:

Un contador
te está leyendo

ventas@casiacreaciones.com.mx (55) 5998-8903 y (55) 5998-8904



39

730

vii.	Seguido de lo anterior se deberá realizar el llenado del campo de “Asunto” y de “Descripción” y
dar clic en la opción “Adjuntar archivo” para proporcionar toda la documentación necesaria
y poder aclarar la situación en específico:

viii. Se desplegará una nueva ventana en la cual se podrá adjuntar la carpeta que contendrá la in-
formación a enviar a la autoridad para desvirtuar las operaciones detectadas, por lo que dará
clic en la opción “Seleccionar archivo” y posteriormente elegir el archivo a adjuntar y enviar a la
autoridad fiscal:
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ix.	Se buscará la carpeta que se anexará a la solicitud de aclaración (preferiblemente que se en-
cuentre en formato .ZIP y que no sea mayor a cuatro megabytes):

x.	Después se dará clic en la opción “Cargar” para que el archivo seleccionado se adjunte:
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xi.	Una vez adjuntado el archivo, el aplicativo retornará a la pantalla principal en donde se escribió
el asunto y la descripción de la solicitud de aclaración, para que se detalle la información que se
adjunta, y después daremos clic en la opción “Enviar”:

Sé parte del 
Universo Contable 

Anúnciate aquí
ventas@casiacreaciones.com.mx (55) 5998-8903 y (55) 5998-8904
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xii.	Enviada la solicitud de aclaración aparecerá el número de folio de la solicitud de aclaración y se
deberá dar clic en la opción “Aceptar”:

xiii. Una vez que se acepta nos permitirá obtener el acuse de recepción, por lo que se podrá dar clic
en la opción de “Acuse de recepción” para poderlo visualizar:



43

730

xiv. Posteriormente aparecerá una ventana emergente con el acuse de recepción de la solicitud, por
lo cual es importante verificar que el navegador de internet utilizado no cuente con el bloqueo
de elementos o ventanas emergentes:
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xv.	Cuando se haya presentado la solicitud y se cuente con el acuse, se deberá verificar la respuesta
por parte de la autoridad fiscal, por lo que se deberán efectuar nuevamente las indicaciones i, ii,
iii y iv del presente taller y, posterior a esto, se deberá dar clic en la opción de consultar:

xvi. En la nueva ventana se deberá realizar el llenado de cada uno de los campos, si no se cuenta con
la información en ese momento se podrán dejar en blanco y dar clic en la opción de “Buscar”
para desplegar la información del estatus de la solicitud de aclaración:
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	xvii. Una vez realizada la acción anterior se abrirá una nueva pantalla en donde se podrá visualizar
la información de la aclaración y para conocer el estatus y/o respuesta a la solicitud se deberá
dar clic en el número de folio, el cual aparecerá en color azul, subrayado, en la parte superior
izquierda:

	xviii.	Una vez hecho lo anterior se abrirá una nueva ventana que dará la opción de imprimir la res-
puesta por parte de la autoridad, en dado caso de que ésta ya la haya efectuado:
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18. Si la autoridad solicita más información, ¿se deberá iniciar una nueva solicitud de aclara­
ción para enviar la información restante y/o adicional?

R: No necesariamente, toda vez que si la autoridad fiscal solicita mayor información se le podrá 
anexar en la misma solicitud de aclaración, por lo cual, para poder anexar dicha información adicio-
nal se deberá seguir los pasos i, ii, iii, iv, xv, xvi y xvii de la pregunta 17 del presente taller, y posterior 
a ello, cuando se esté en el apartado en donde con antelación obtuvieron el acuse contestación por 
parte de la autoridad, se podrán seguir las indicaciones posteriores:

• Se podrá observar en la parte media izquierda (observando de frente el monitor) una opción de
“Añadir Nota o Anexo”, en la cual se deberá dar clic con el fin de que nos direccione a una nueva
ventana:

• Cuando se esté en la nueva ventana se deberá realizar el llenado de los campos que se encuentran
en blanco, por ende, se debe detallar la información que se anexará y que la autoridad solicitó,
debiendo escribir un breve resumen de la información y los detalles del por qué se anexa la misma,
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posterior a ello se dará clic en la opción “Adjuntar Archivo” y repetir los pasos de los numerales viii, 
ix y x que se encuentran en la pregunta 17 del presente taller:

• Posteriormente se ingresará una descripción de la información adicional que se anexa y enseguida
daremos clic en la opción “Guardar”:



48

73
0

• Por último, después de guardar la información, el aplicativo direccionará a una nueva ventana en
donde se mostrará, en la parte superior, una leyenda en color rojo confirmando que la información
adicional ha sido agregada de manera satisfactoria:

Ahorros y beneficios: En el presente taller pudimos observar el procedimiento de aclaración que 
prevé el artículo 17-H Bis a efecto de que los contribuyentes a los que se les haya restringido tempo-
ralmente su CSD puedan manifestar lo que a su derecho convenga y, en su caso, seguir operando es-
perando que no se actualice la hipótesis contenida en la también adicionada fracción X del numeral 
17-H del CFF.



(55) 5998-8903 y (55) 5998-8904
ventas@casiacreaciones.com.mx

Para que las empresas puedan crecer, crear 
valor y estar dentro de las más admiradas 
deben llegar a ser empresas de gran tamaño; 
sin embargo, las dificultades que se presentan 
para crecer, por medio de recursos propios, 
llevan a un gran número de ellas a considerar 
el financiamiento por medio de una bolsa de 
valores; no obstante, pocas logran este sueño.

Este libro presenta una ruta que explica, de 
forma clara, qué debe hacer una empresa que 
desea obtener financiamiento por medio de las 
Bolsas Mexicanas de Valores y así llegar a 
donde otras sólo lo imaginan.

Precio ejemplar impreso:

$245
Precio e-book:

$195

Para generar dinero
se requiere dinero
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PTU a cargo de las Personas 
Físicas (2019)

C.P.C. y M.F. Edgar Ulises Hernández Campos

TRATAMIENTO  
FISCAL Y LABORAL

Finalidad: Que el lector conozca quiénes están 
obligados al pago de la participación de los tra-
bajadores en las utilidades de las empresas (PTU) 
a cargo de patrones Personas Físicas con activi-
dades empresariales, los lineamientos genera-
les de esta obligación, la base para el reparto en 
términos de la Ley del Impuesto sobre la Renta 
(LISR) con algunos casos prácticos que se dan a 
conocer en el presente taller.

Orientado a: Patrones Personas Físicas, conta-
dores, abogados, administradores, estudiantes, 
así como a cualquier persona interesada en el 
tema.

Consideraciones al tema: Nuestra ley fun
damental establece en la fracción IX del apartado 
A del artículo 123, un derecho de los trabajadores 
a participar de la PTU, partiendo del supuesto 
que las empresas generan utilidades y que, por 
consecuencia, es justo que los trabajadores dis-
fruten de las mismas. Para tal efecto, nuestra 
Constitución establece las siguientes bases en lo 
que a la PTU se refiere:

• Una comisión nacional integrada con repre-
sentantes de los trabajadores, de los patrones
y del gobierno, fijará el porcentaje de utilida-
des que deba repartirse entre los trabajadores
(10% sobre la base repartible).

• La comisión nacional practicará las investi-
gaciones y realizará los estudios necesarios y
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apropiados para conocer las 
condiciones generales de la 
economía nacional. Toma-
rá, asimismo, la necesidad 
de fomentar el desarrollo 
industrial del país, el interés 
razonable que debe percibir 
el capital y la necesidad de 
reinversión de capitales.

• La misma comisión podrá
revisar el porcentaje fijado
cuando haya nuevos estudios
e investigaciones que los jus-
tifiquen.

• La ley podrá exceptuar de la
obligación de repartir utilida-
des a las empresas de nueva
creación durante un número
determinado y limitado de
años, a los trabajos de explo-
ración y a otras actividades
cuando lo justifique su na
turaleza y condiciones par
ticulares.

• Para determinar el monto de
las utilidades de cada empre-
sa se tomará como base la
renta gravable, de conformi-
dad con las disposiciones de
la LISR (en este caso, como
nuestro análisis parte de la
obligación de repartir PTU a
cargo de los patrones Perso-
nas físicas tendremos que
revisar en cada régimen de
personas físicas aplicable,
cuál será la base del ISR que
será la base repartible de la
PTU). Los trabajadores po-
drán formular ante la oficina

correspondiente de la Secretaría de Hacienda y Crédito Público 
(SHCP), las objeciones que juzguen convenientes, ajustándose 
al procedimiento que determine la ley.

• El derecho de los trabajadores a participar en las utilidades no
implica la facultad de intervenir en la dirección o administra-
ción de las empresas.

Fundamento jurídico: Artículos 123, apartado A, fracción IX, de la 
Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos y 117 al 131 
de la Ley Federal del Trabajo (LFT).

ANÁLISIS DEL TEXTO

1. ¿Qué ley rige el procedimiento para la repartición de la PTU?

R: Como hemos señalado, la Constitución establece, en pri-
mer orden, que los trabajadores tienen derecho a la PTU. Para su  
cálculo, regulación y bases de reparto, debemos remitirnos a lo 
que dispone en lo conducente la LFT.

2. ¿Quiénes tienen derecho a la PTU?

R: Aquellos sujetos que presten un servicio personal subordi-
nado (trabajadores) participarán en las utilidades de las empresas, 
de conformidad con el porcentaje que determine la Comisión Na-
cional para la Participación de los Trabajadores en las Utilidades 
de las Empresas (artículo 117 de la LFT).

3. ¿Cuál es la base para el reparto de la PTU?

R: Para los efectos de la LFT, se considera utilidad en cada
empresa la renta gravable, de conformidad con las normas de la 
LISR (artículo 120 de la LFT).

4. ¿Los patrones tienen obligación de entregar a los trabajado­
res una copia de la declaración del impuesto sobre la renta (ISR)
para que cuenten con la información de dónde emana la PTU?

R: Sí. El patrón, dentro de un término de 10 días contados 
a partir de la fecha de la presentación de su declaración anual, 
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entregará a los trabajadores copia de la misma, 
quedando a disposición de los empleados du-
rante el término de 30 días en las oficinas de la 
empresa y en la propia SHCP.

Los trabajadores no podrán poner en co-
nocimiento de terceras personas los datos 
contenidos en la declaración y en sus anexos 
(es importante remarcar que en la práctica es 
difícil observar que los patrones cumplan con 
esta disposición, en virtud de que a ningún pa-
trón le es agradable saber que la información 
fiscal de su empresa pudiera estar en boca de 
todos).

5. ¿Cuándo deberá entregarse la PTU a los tra­
bajadores?

R: El reparto de utilidades entre los trabaja-
dores deberá efectuarse dentro de los 60 días 
siguientes a la fecha en que deba pagarse el ISR 
anual, aun cuando esté en trámite la objeción de 
los trabajadores.

Tratándose de patrones, Personas Morales, el 
plazo concluye el día 31 de mayo, toda vez que, en 
términos de lo dispuesto por la LISR, la declara-
ción anual de dicho impuesto deberá presentarse 
dentro de los tres primeros meses del ejercicio si-
guiente al que se declara.

Si hablamos de patrones, Personas Físicas, el 
plazo fenece el día 30 de junio (artículo 122 de la 
LFT).

6. ¿Qué conceptos se toman en cuenta para el
reparto de la PTU?

R: La utilidad repartible se dividirá en dos 
partes iguales: la primera se repartirá por igual 
entre todos los trabajadores, tomando en consi-
deración el número de días laborados por cada 
uno de ellos en el año, independientemente del 

monto de los salarios. La segunda se repartirá en 
proporción al monto de los salarios devengados 
por el trabajo prestado durante el año.

7. ¿Qué patrones están exceptuados de repar­
tir la PTU?

R: En términos del artículo 126 de la LFT, que-
dan exceptuados de repartir la PTU los siguien-
tes sujetos:

Artículo 126. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . .                            

I. Las empresas de nueva creación, durante el
primer año de funcionamiento.

II. Las empresas de nueva creación, dedicadas a
la elaboración de un producto nuevo, durante los 
dos primeros años de funcionamiento. La determi­
nación de la novedad del producto se ajustará a lo 
que dispongan las leyes para fomento de indus­
trias nuevas.

III. Las empresas de industria extractiva, de nue­
va creación, durante el período de exploración.

IV. Las instituciones de asistencia privada, re­
conocidas por las leyes, que con bienes de pro­
piedad particular ejecuten actos con fines huma­
nitarios de asistencia, sin propósitos de lucro y sin 
designar individualmente a los beneficiarios.

V. El Instituto Mexicano del Seguro Social y las
instituciones públicas descentralizadas con fines 
culturales, asistenciales o de beneficencia.

VI. Las empresas que tengan un capital menor
del que fije la Secretaría del Trabajo y Previsión 
Social por ramas de la industria, previa consulta 
con la Secretaría de Industria y Comercio. La reso­
lución podrá revisarse total o parcialmente, cuan­
do existan circunstancias económicas importantes 
que lo justifiquen.



53

730

8. ¿Cuáles son las reglas gene­
rales a considerar en el repar­
to de la PTU?

R: En términos del artículo 
127 de la LFT, el derecho de los 
trabajadores a participar en el 
reparto de utilidades se ajustará 
a las normas siguientes:

Artículo 127. . . . . . . . . . . . . .            

I. Los directores, administra­
dores y gerentes generales de 
las empresas no participarán  
en las utilidades.

II. Los demás trabajadores de
confianza participarán en las uti­
lidades de las empresas, pero si 
el salario que perciben es mayor 
del que corresponda al trabaja­
dor sindicalizado de más alto 
salario dentro de la empresa, o 
a falta de esté al trabajador de 
planta con la misma característica,  

se considerará este salario aumentado en un veinte por ciento, como 
salario máximo.

III. El monto de la participación de los trabajadores al servi-
cio de personas cuyos ingresos deriven exclusivamente de su 
trabajo, y el de los que se dediquen al cuidado de bienes que 
produzcan rentas o al cobro de créditos y sus intereses, no po-
drá exceder de un mes de salario.

IV. Las madres trabajadoras, durante los períodos pre y postna­
tales, y los trabajadores víctimas de un riesgo de trabajo durante el 
período de incapacidad temporal, serán considerados como trabaja­
dores en servicio activo.

V. En la industria de la construcción, después de determinar qué
trabajadores tienen derecho a participar en el reparto, la Comisión 
a que se refiere el artículo 125 de la LFT, adoptará las medidas que 
juzgue conveniente para su citación.

VI. Los trabajadores domésticos no participarán en el reparto de
utilidades.

VII. Los trabajadores eventuales tendrán derecho a participar en
las utilidades de la empresa cuando hayan trabajado sesenta días du­
rante el año, por lo menos.

(El uso de negrillas dentro del texto es nuestro.)

9. ¿Cómo se calcula la base a repartir de la PTU de las personas
físicas con actividad empresarial en términos de la LISR?

Un contador
te está leyendo

ventas@casiacreaciones.com.mx (55) 5998-8903 y (55) 5998-8904
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R: La Constitución Política de los Estados 
Unidos Mexicanos, además de la LFT, establecen 
que para determinar la base gravable a repartir, 
tratándose de la PTU, se deberá atender a lo que 
establece al respecto la LISR. En ese orden de 
ideas, el mecanismo para calcular la cantidad a 
repartir a los trabajadores, tratándose de la PTU 
a cargo de las Personas Físicas, la determinare-
mos de acuerdo con las diversas reglas legales 
que se establecen en los diferentes capítulos del 
Título IV de la LISR (Personas Físicas).

Nota del autor: Las referencias legales que se 
refieran a la LISR son las que estuvieron vigentes en 
el ejercicio de 2019, en virtud de que de dicho ejerci-
cio proviene la PTU a repartir en el ejercicio de 2020 
(se hace esta precisión para evitar confusiones, no 
obstante que en lo que respecta a este tema de la 
PTU no hubo cambios para este ejercicio de 2020).

REPARTO DE LA PTU A CARGO 
DE PERSONAS FÍSICAS CON 
ACTIVIDADES EMPRESARIALES 
O PRESTACIÓN DE SERVICIOS 
PROFESIONALES

Capítulo II del Título IV de la LISR

El artículo 109, cuarto y quinto párrafos, de la 
LISR, dispone que para los efectos de determinar 
la base de reparto de la PTU, las Personas Físi-
cas que tributan en el Régimen de actividades 
empresariales y/o presten servicios profesiona-
les deberán considerar como base de reparto la 
base que del ISR anual les resulte en el ejercicio 
en el que deban cumplir con dicha obligación. En 
efecto, el texto del cuarto párrafo del artículo en 
comento señala:

Artículo 109. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . .                              

Para los efectos de esta Sección, para la partici­
pación de los trabajadores en las utilidades de las 
empresas, la renta gravable a que se refieren los 
artículos 123, fracción IX, inciso e) de la Constitu­
ción Política de los Estados Unidos Mexicanos, 120 
y 127, fracción III de la Ley Federal del Trabajo, 
será la utilidad fiscal que resulte de conformidad 
con este artículo.

Para la determinación de la renta gravable en 
materia de participación de los trabajadores en las 
utilidades de las empresas, los contribuyentes de­
berán disminuir de los ingresos acumulables las can­
tidades que no hubiesen sido deducibles en los tér­
minos de la fracción XXX del artículo 28 de esta Ley.

Para estos efectos, el artículo 109, cuarto y 
quinto párrafos, precisan que para la determina-
ción de la utilidad fiscal que servirá de base para 
el pago del impuesto sobre la renta (ISR) del ejer-
cicio, y, en consecuencia, base de reparto de la 
PTU, se calcula de la siguiente manera:

Nota: Es importante destacar una diferencia 
entre la base anual del ISR y la base anual de re-
parto de la PTU. Lo anterior es así, toda vez que, 
recordemos, en los términos de lo previsto por el 
artículo 28, fracción XXX, de la LISR, no son de-
ducibles (47 o 53%) del ISR los pagos que hagan 
los patrones que a su vez sean ingresos exentos 
para los trabajadores, por lo que para la base de 
reparto de la PTU, sí se disminuirán en su totali-
dad los pagos que se hagan a los trabajadores y 
que resulten exentos para estos últimos. Se reco-
mienda consultar el artículo 28, fracción XXX, de 
la LISR y la regla miscelánea 3.3.1.29 de la Reso-
lución Miscelánea Fiscal para 2020 (RMF-2020).
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De lo anterior desprendemos la siguiente fórmula mediante la cual calcularemos la base del ISR, 
que será la base de reparto de la PTU:

Ingresos cobrados del ejercicio
(–) Deducciones autorizadas pagadas
(–) Pagos exentos a los trabajadores (artículo 28, fracción XXX, de la LISR)
(=) Base de reparto para la PTU

Casos prácticos

1. Persona Física con actividades empresariales exclusivamente (igual procedimiento
habrá de seguirse si la Persona Física obtiene ingresos por la prestación de servicios inde­
pendientes).

El señor Pedro el Malo es una persona física que se dedica a la compra y venta de ropa para 
dama. Durante el ejercicio de 2019 realizó las siguientes operaciones y nos pide determinar 
la base de reparto de la PTU y lo que habrá de entregar a los trabajadores por el ejercicio fiscal  
de 2019:

Ventas netas $4’500,000.00
Intereses a favor $225,000.00
Utilidad fiscal en venta de activos $145,000.00
Otros ingresos gravados $100,000.00
Compras netas $2’250,000.00
Gastos de operación deducibles $1’400,000.00
Pagos exentos a los trabajadores $100,000.00  

(no deducibles, artículo 28,  
fracción XXX, de la LISR)

Deducciones de inversión $540,000.00

Nota: Se considera que los ingresos en su totalidad fueron cobrados durante el ejercicio, y que 
las deducciones (excepto las deducciones de inversión), fueron pagadas en su totalidad durante el 
mismo.
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Solución:

Ingresos acumulables
Ventas netas $4’500,000.00
Intereses a favor 225,000.00
Utilidad fiscal en venta de activos 145,000.00
Otros ingresos gravados 100,000.00 $4’970,000.00

(–) Deducciones autorizadas
Compras netas $2’250,000.00
Gastos de operación deducibles 1’400,000.00
Pagos exentos a los trabajadores 100,000.00 (no 

deducibles, artículo 
28, fracción XXX, de 

la  LISR)
Deducciones de inversión 540,000.00 4’290,000.00

(=) Utilidad fiscal del ejercicio (base de reparto de la PTU) $680,000.00
(x) Porcentaje de reparto de la PTU 10%
(=) PTU determinada en el ejercicio de 2019 $68,000.00
(+) PTU no repartida en el ejercicio inmediato anterior (2018) 0
(=) Total de PTU a distribuir correspondiente al ejercicio 2019 $68,000.00

2. Persona Física que obtiene ingresos por prestación de servicios profesionales exclusi­
vamente.

El licenciado Pepe El Santo presta los servicios de consultoría y asistencia jurídica. Durante el 
ejercicio de 2019 registró las siguientes operaciones y nos pide determinar la base de reparto de la 
PTU y lo que habrá de entregar a los trabajadores por el ejercicio de 2019:

Ingresos por asesoría de Personas Físicas $800,000.00
Ingresos por asesoría de Personas Morales $456,000.00
Intereses devengados a favor $100,000.00
Otros ingresos gravados $50,000.00
Renta de oficina $60,000.00
Luz $80,000.00
Agua $25,000.00
Teléfono $30,000.00
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Capacitación $15,000.00
Sueldos y salarios $250,000.00
Cuotas del IMSS, SAR e Infonavit $62,500.00
Mantenimiento del equipo de cómputo $38,500.00
Pagos exentos a los trabajadores $125,000.00  

(no deducibles, artículo 28, 
fracción XXX, de la LISR)

Otros deducciones autorizadas $10,000.00

Solución:

Ingresos acumulables
Ingresos por asesoría de personas físicas $800,000.00
Ingresos por asesoría de personas morales 456,000.00
Intereses devengados a favor 100,000.00
Otros ingresos gravados 50,000.00 $1’406,000.00

(–) Deducciones autorizadas
Renta de oficina $60,000.00
Luz 80,000.00
Agua 25,000.00
Teléfono 30,000.00
Capacitación 15,000.00
Sueldos y salarios 250,000.00
Cuotas del IMSS, SAR e Infonavit 62,500.00
Mantenimiento del equipo de cómputo 38,500.00
Pagos exentos a los trabajadores 125,000.00  

(no deducibles, artículo 
28, fracción XXX,  

de la LISR)
Otras deducciones autorizadas 10,000.00 696,000.00

(=) Utilidad fiscal del ejercicio (base de reparto de la PTU) $710,000.00
(x) Porcentaje de reparto de la PTU 10%
(=) PTU determinada en el ejercicio de 2019 $71,000.00
(+) PTU no repartida en el ejercicio inmediato anterior (2018) 0.00
(=) Total de PTU a distribuir de 2019 $71,000.00
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3. Persona Física que obtiene ingresos por actividades empresariales y la prestación de servi­
cios profesionales.

Cuando una Persona Física obtiene ingresos por actividades empresariales y la prestación de  
servicios profesionales, habrá de calcular la PTU en la proporción que representen los ingresos por 
cada actividad en relación al total de ingresos del ejercicio (artículo 109, sexto párrafo, de la LISR).

Inocente legal es una persona física que obtiene ingresos por actividades empresariales y por la pres-
tación de servicios profesionales. Nos pide determinar la PTU a repartir considerando los siguientes datos:

Ingresos del ejercicio
Actividades empresariales $965,200.00
Prestación de servicios profesionales 560,000.00 $1’525,200.00 

(–) Deducciones autorizadas
Por realización de actividades empresariales $579,120.00
Por la prestación de servicios profesionales 224,000.00 803,120.00 

(=) Utilidad fiscal del ejercicio $722,080.00 

Partiendo de que por ambas actividades (empresariales y servicios profesionales) se obtiene una 
utilidad fiscal del ejercicio en cantidad de $722,080.00, lo que debemos hacer ahora es determinar en 
qué porcentaje corresponde a cada una de dichas actividades. Para estos efectos debemos calcular 
una proporción por cada ingreso respecto del total de ingresos del ejercicio. Para lo anterior plantea-
mos la siguiente fórmula:

Ingresos por actividad
(÷) Total de ingresos del ejercicio
(=) Proporción
(x) 100
(=) Proporción expresada en porcentaje

Con la fórmula anterior calcularemos la proporción que representan cada uno de los ingresos por 
actividad en relación al total de ingresos del ejercicio. Actividades empresariales:

Ingresos por actividad $965,200.00
(÷) Total de ingresos del ejercicio 1’525,200.00
(=) Proporción 0.6328
(x) 100% 100.00
(=) Proporción expresada en porcentaje 63.28%
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Prestación de servicios profesionales:

Ingresos por actividad $560,000.00
(÷) Total de ingresos del ejercicio 1’525,200.00
(=) Proporción 0.3672
(x) 100% 100.00
(=) Proporción expresada en porcentaje 36.72%

Ahora bien, si la utilidad fiscal por ambos rubros (actividad empresarial y servicios profesionales) 
fue de $722,080.00, por cada actividad la PTU a repartir sería:

Actividad 
empresarial

Servicios 
profesionales

Utilidad fiscal del ejercicio $722,080.00 $722,080.00
(x) Proporción según la actividad 63.28% 36.72%
(=) Base de reparto de la PTU por actividad $456,932.22 $265,122.48
(x) Porcentaje de reparto de la PTU 10.00 10.00
(=) PTU determinada en el ejercicio de 2019 $45,693.22 $26,512.25
(+) PTU no repartida en el ejercicio inmediato anterior    -    - 
(=) Total de PTU a distribuir en 2019 $45,693.22 $26,512.25

Si sumamos ambos resultados, la PTU global que se reparte es de:

PTU por actividades empresariales $45,693.22
(+) PTU por prestación de servicios profesionales 26,512.25
(=) Total de PTU a repartir $72,205.47

Considerando que la utilidad fiscal base de reparto fue de $722,080.00, la PTU global sería:

Utilidad fiscal del ejercicio por ambas actividades $722,080.00
(x) Porcentaje de reparto de la PTU 10.00
(=) PTU determinada en el ejercicio de 2019 $72,208.00

Nota: La diferencia de $2.53 se origina por redondeo de decimales, sin que en nuestra opinión sea 
relevante en la determinación del resultado.
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4. Reparto de la PTU del Régimen de Incorpo­
ración Fiscal (RIF).

Este régimen fiscal creado a partir del ejerci-
cio de 2014, pretende que el cumplimiento de las 
obligaciones fiscales para estas personas físicas 
sea relativamente más sencillo y tenga menores 
costos administrativos en materia fiscal; sin em-
bargo, como cualquier patrón, tendrá las mismas 
obligaciones laborales en materia del reparto de 
la PTU. Es importante precisar que de acuerdo 
con las disposiciones contenidas en la Sección II 
del Capítulo II del Título IV de la LISR, estos con-
tribuyentes no presentan declaración anual del 
ISR, por lo que tienen un tratamiento especial 
para los efectos de las obligaciones en materia 
de la PTU, mismas que se encuentran contenidas 
en el artículo 111, octavo y noveno párrafos, de la 
LISR que establecen:

Artículo 111. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . .                              

Para los efectos de la participación de los traba­
jadores en las utilidades de las empresas, en tér­
minos de esta Sección, la renta gravable a que 
se refieren los artículos 123, fracción IX, inci-
so e) de la Constitución Política de los Estados 
Unidos Mexicanos, 120 y 127, fracción III de la 
Ley Federal del Trabajo, será la utilidad fiscal 
que resulte de la suma de las utilidades fiscales 
obtenidas en cada bimestre del ejercicio. Para 
efectos del artículo 122 de la Ley Federal del Tra­
bajo, el plazo para el reparto de las utilidades en­
tre los trabajadores deberá efectuarse dentro de 
los sesenta días siguientes a la fecha en que deba 
presentarse en los términos del artículo 112 de 
esta Ley, la declaración correspondiente al sexto 
bimestre del ejercicio de que se trate.

Para la determinación de la renta gravable 
en materia de participación de los trabajadores  

en las utilidades de las empresas, los contribuyen­
tes deberán disminuir de los ingresos acumulables 
las cantidades que no hubiesen sido deducibles en 
los términos de la fracción XXX del artículo 28 de 
esta Ley.

(El uso de negrillas dentro del texto es nuestro.)

Comentarios:

a)	Si el tema en estudio es el reparto de la PTU,
la renta gravable será la utilidad fiscal que
resulte de la suma de las utilidades fiscales
obtenidas en cada bimestre del ejercicio.

b)	La renta gravable la debemos entender como la 
cantidad que se obtiene como consecuencia
de la resta de los ingresos menos la disminu-
ción de las deducciones autorizadas que la
propia LISR establece para cada bimestre del
ejercicio.

c) De igual manera, si el RIF es patrón y como
consecuencia realiza erogaciones que a su vez
sean ingresos exentos para los trabajadores,
dichos pagos se considerarán como una
deducción para el cálculo de la base de la
PTU. Aquí se tiene una problemática, ya que,
en cada una de las utilidades de cada bimes-
tre, estas cantidades no fueron consideradas
para la base del ISR, pero sí se deben consi-
derar como una deducción para cuantificar la
base repartible de la PTU. En nuestra opinión,
para determinar la base de la PTU debemos
considerar la suma de las utilidades de cada
bimestre que sirvieron de base para el pago
definitivo del ISR, y al total se deberán restar
los pagos que a su vez resultaron exentos
para los trabajadores durante el ejercicio.
En la cédula que presentamos más adelante lo
mostramos con un ejemplo.
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d)	El pago de la PTU de los patrones que tributen en el RIF será a más tardar el 29 de junio del año
que se trate, de conformidad con lo establecido por la regla miscelánea 3.13.21 para 2020.

e)	Adicionalmente, es importante precisar que el RIF tiene como opción el cálculo del ISR mediante
la aplicación de un coeficiente de utilidad, por lo que en función del procedimiento que el RIF elija,
sea el que establece la LISR o el coeficiente de utilidad previsto por la regla miscelánea 3.13.16, la
base de la PTU se tendrá que determinar con las disposiciones que el RIF aplicó.

f) Para efectos del artículo 111, último párrafo de la LISR, los contribuyentes del RIF que opten por
aplicar el coeficiente de utilidad en sus pagos provisionales bimestrales, determinarán la renta
gravable para la PTU disminuyendo de los ingresos acumulables en el ejercicio las cantidades que
no hubiesen sido deducibles en los términos del artículo 28, fracción XXX, de la citada ley, así como
las deducciones autorizadas del ejercicio y podrán efectuar el pago en el plazo establecido en la
regla 3.13.21 (este procedimiento está previsto por la regla miscelánea 3.13.19 para 2020.)

A continuación precisamos los dos procedimientos que el RIF aplicaría en las circunstancias:

i. Si el RIF aplicó las disposiciones contenidas en la LISR para calcular sus pagos definitivos del ISR,
la base de reparto de la PTU se determinaría de la siguiente manera:

Ene-feb Mar-abr May-jun Jul-ago Sep-oct Nov-dic Total
Ingresos cobrados $256,300 $115,200 $254,147 $362,010 $158,500 $214,500 $1’360,657

(–) Deducciones pagadas 161,469 72,576 160,113 228,066 99,855 135,135 857,214
(=) Utilidad base bimestral $94,831 $42,624 $94,034 $133,944 $58,645 $79,365 $503,443
(–) Exentos no deducibles 40,275
(=) Base de reparto de la PTU $463,168
(x) Porcentaje de la PTU 10
(=) PTU a repartir de 2019 $46,317

ii.	Si el RIF aplicó la opción de pagos provisionales mediante el coeficiente de utilidad, determinarán
la base de PTU de acuerdo con la regla miscelánea 3.13.19. A continuación presentamos el proce
dimiento previsto por la regla en comento:

Ingresos acumulables del ejercicio $1’852,000
(–) Pagos exentos a los trabajadores 92,600  

(no deducibles, artículo 28, fracción XXX, de la LISR)
(–) Deducciones autorizadas del ejercicio 1’518,640
(=) Base de reparto de la PTU $240,760
(x) Porcentaje de reparto de la PTU 10
(=) PTU determinada en el ejercicio de 2019 $24,076
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5. Reparto de la PTU de una persona física que
obtiene ingresos por arrendamiento de in­
muebles.

El capítulo III del Título IV de la LISR no pre­
vé el cálculo de una base de reparto para las 
personas físicas que obtengan ingresos por el 
otorgamiento de bienes en arrendamiento, 
pero si tuvieran trabajadores a su cargo, sin lugar 
a dudas deberán entregar la PTU recordando 
que, en este caso en particular, la PTU que se 
reparta a los trabajadores no excederá de un 
mes de salario. Lo anterior de conformidad con 
lo señalado por la fracción III del artículo 127 de la 
LFT. Para los efectos de determinar la base de re-
parto de la PTU, y atendiendo a lo dispuesto por 
la Carta Magna, tomaremos como base de repar-
to la base del ISR anual, misma que se determina 
como sigue:

Ingresos por arrendamiento
(–) Deducciones autorizadas, o*
(–) Deducción opcional (35% de los ingresos) más 

el impuesto predial
(=) Base de reparto de la PTU
(x) Porcentaje de la PTU
(=) PTU a repartir en el ejercicio de 2019

* Recuérdese que, de acuerdo con el artículo 115
de la LISR, estos contribuyentes pueden elegir por
ejercer deducciones autorizadas recabando de sus
proveedores de bienes o servicios los comprobantes que 
amparen la deducción o, en su caso, aplicar la deducción
opcional del 35% de los ingresos más el impuesto predial. 
Obviamente se escogerá la opción que nos produzca
una base de reparto menor, ya que, de igual manera,
se determinaría una base del ISR menor, conllevando a
pagar menos PTU en el ejercicio.

La señora Chula de Bonita es una persona 
física que obtiene ingresos por arrendamiento 
de inmuebles. En el ejercicio de 2019 presenta la  

siguiente información, y pide determinar la base 
de reparto de la PTU. Sólo tiene un trabajador, 
que es quien se encarga de la elaboración de los 
recibos de arrendamiento y del cobro de las ren-
tas. El sueldo mensual ordinario que percibe el 
empleado es de $4,000.00.

Ingresos anuales por 
arrendamiento

$1’800,000.00

Notas:

1. Se ejerció la deducción
opcional.

2. El impuesto predial pagado es
en cantidad de

20,000.00

Solución:

Ingresos anuales por 
arrendamiento $1’800,000.00

(–) Deducción opcional (35% de 
los ingresos) 630,000.00

(–) Impuesto predial pagado 20,000.00
(=) Base de reparto de la PTU $1’150,000.00
(x) Porcentaje de reparto de la

PTU 10.00
(=) PTU a repartir de 2019 $115,000.00

Como se aprecia, en teoría el contribuyente 
debería entregar $115,000.00 por concepto de PTU 
a su trabajador; sin embargo, como se precisó en 
líneas anteriores, el trabajador tendría derecho a 
percibir por concepto de PTU una cantidad que  
no será mayor del sueldo mensual ordinario 
que percibe, luego entonces, sólo tendría dere-
cho a recibir hasta $4,000.00 por concepto de  
la PTU.



63

730

Caso práctico integral

En líneas anteriores detallamos paso a paso la determinación de la PTU que se tendría que  
repartir en cada uno de los regímenes fiscales. A continuación se presenta un caso práctico mediante 
el cual analizaremos qué cantidad se le tendría que entregar al trabajador por concepto de la PTU 
partiendo de la base de reparto que se determine en el régimen fiscal que sea aplicable.

REPARTO INDIVIDUAL DE LA PTU A LOS TRABAJADORES DE UNA PERSONA FÍSICA 
QUE OBTIENE INGRESOS POR ACTIVIDADES EMPRESARIALES

Importe de la PTU a repartir por el ejercicio de 2019 $1’275,325 

Datos de los trabajadores para el reparto de la PTU

Licenciado Pedro El Malo
Datos de los trabajadores relativos al ejercicio de 2019

Puesto del empleado

Salarios 
anuales 

devengados

Días 
trabajados 
en el año

Secretaria $258,000.00 365
Auxiliar Contable 65,200.00 280
Ayudante 1 74,100.00 355
Ayudante 2 56,000.00 360
Ayudante 3 86,300.00 310
Cobrador 56,300.00 360
Afanadora 36,000.00 320
Velador 38,900.00 360
Pasante de abogado 1 25,600.00 350
Pasante de abogado 2 75,410.00 360
Totales $771,810.00 3,420.00

Debemos contar con la información del monto total de los salarios devengados por cada uno de 
los trabajadores con derecho a la PTU, así como el total de los días laborados por cada uno de ellos 
durante el ejercicio respectivo, ya que, como se precisó en líneas anteriores, la PTU se reparte en pro-
porción a los salarios devengados durante el año y los días trabajados durante el mismo.

Una vez que tengamos los salarios devengados durante el ejercicio, así como los días laborados, 
procedemos a calcular los factores que nos servirán de base para repartir la PTU.
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Para calcular el factor correspondiente a los salarios devengados, debemos dividir entre  
dos el importe de la PTU, y en nuestro ejemplo es en cantidad de $637,662.00. Una vez que tene-
mos el importe anterior, procedemos al cálculo del factor, que se determina dividiendo 50% de 
la PTU a repartir entre la suma de los salarios devengados por todos los trabajadores durante el 
año de reparto.

Factor salarios:
50% de la PTU a repartir

Suma de los salarios devengados por los trabajadores durante el año

Factor salarios:
637,662
771,810

Factor salarios: 0.8261

Ahora bien, a continuación calcularemos el factor de los días laborados durante el ejercicio a  
repartir la PTU, y se determina dividiendo 50% de la PTU a repartir entre la suma de los días labora-
dos por todos los trabajadores con derecho la prestación durante el ejercicio:

Factor días:
50% de la PTU a repartir

Suma de los días laborados por todos los trabajadores durante todo el año

Factor días: 
637,662

3,420

Factor días: 186.4509

A continuación se muestra una cédula mediante la cual se reparte la PTU por cada uno de los 
trabajadores, de acuerdo con la información señalada con antelación:
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A B C D E F G
A por C B por E D más F

Puesto del 
empleado

Salarios 
anuales 

devengados

Días 
trabajados 
en el año

Factor 
por 

salarios

PTU 
por 

salarios

Factor 
de 

días

PTU 
por 
días

Total a 
repartir de 
PTU 2019

Secretaria $258,000 365 0.8261 $213,134 186.4509 $68,055 $281,188
Auxiliar contable 65,200 280 0.8261 53,862 186.4509 52,206 106,068
Ayudante 1 74,100 355 0.8261 61,214 186.4509 66,190 127,404
Ayudante 2 56,000 360 0.8261 46,262 186.4509 67,122 113,384
Ayudante 3 86,300 310 0.8261 71,292 186.4509 57,800 129,092
Cobrador 56,300 360 0.8261 46,509 186.4509 67,122 113,632
Afanadora 36,000 320 0.8261 29,740 186.4509 59,664 89,404
Velador 38,900 360 0.8261 32,135 186.4509 67,122 99,258
Pasante de 
abogado 1 25,600 350 0.8261 21,148 186.4509 65,258 86,406
Pasante de 
abogado 2 75,410 360 0.8261 62,296 186.4509 67,122 129,419
Totales $771,810 3,420 $637,592 $637,662 $1’275,254

Nota: Las variaciones en centavos que se presentan, se encuentran ajustadas en virtud de que, al calcular los 
importes con los factores determinados, se presentan “pequeñas” diferencias en las cantidades. En caso de 
que se desee que el cálculo resulte más exacto, se sugiere que se utilicen todos los decimales en los factores 
calculados.

No debemos omitir que, en términos de lo dispuesto por el artículo 94, primer párrafo, de la LISR 
la PTU constituye un ingreso acumulable para las personas físicas en su carácter de trabajadores 
y que, por consecuencia, generan el pago de dicho impuesto, por lo que se debe tener cuidado de 
manejarlo de forma correcta en la nómina del periodo en que se pague, para que no se incurra en 
ninguna omisión en el cálculo del impuesto de los trabajadores.

Recordemos que en términos de la fracción I del artículo 26 del CFF, los patrones (retenedores) 
son responsables solidarios de las contribuciones de sus empleados.

Ahorros y beneficios: En el presente taller pudimos observar, de manera práctica y concisa, el pro-
cedimiento para determinar la renta gravable de la PTU tratándose de patrones personas físicas, así 
como la determinación de la PTU a repartir. Esperamos, estimado lector, que haya sido de utilidad 
para su actividad académica y/o profesional. 
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Análisis fiscal de las 
aportaciones de seguridad 
social para el ejercicio  

fiscal 2020
Conozca su correcta determinación

Dr. Juan Pedro Benítez Guadarrama
Pasante de la lic. en C. María Isabel Montero Dávila

Finalidad: Informar a patrones, empresarios y 
dueños de negocios que tienen a su cargo tra-
bajadores, sobre las aportaciones de seguridad 
social que realizan los trabajadores y los patro-
nes al IMSS. Asimismo, se da a conocer el uso  
de una aplicación móvil para la determinación de  
las aportaciones de seguridad social que realizan 
los patrones en las ramas de enfermedad y ma-
ternidad, invalidez y vida, riesgo de trabajo, re-
tiro, cesantía en edad avanza y vejez, así como, 
las obligaciones enmarcadas en la Ley del Seguro 
Social (LSS).

Orientado a: Patrones, trabajadores, profesio-
nistas, alumnos de áreas económico administra-
tivas, abogados, contadores, consultores o aseso-
res de la materia.

Consideraciones al tema: En México, la actividad 
principal de las empresas revisten la economía  
del país sin importar su magnitud, ya sean  
micro, pequeñas, medianas o grandes empresas 
cuya actividad principal sea del Sector Primario, 
comercial, industrial o servicios aportan su par
ticipación a la economía y activan ofertas de tra-
bajo, ocupando mano de obra calificada.

A partir de la situación anterior, y con base 
en el artículo 123, apartado A, fracción XV, de 
la Constitución Política de los Estados Unidos 
Mexicanos, se establece que el patrón estará 
obligado a observar, de acuerdo con la natura-
leza de su negociación, los preceptos legales so-
bre higiene y seguridad en las instalaciones de su 
establecimiento, así como a adoptar las medidas 
adecuadas para prevenir accidentes en el uso de 
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las máquinas, instrumentos y materiales de trabajo, y a organizar de tal manera esto último, que 
resulte la mayor garantía para la salud y la vida de los trabajadores, y del producto de la concepción 
cuando se trate de mujeres embarazadas.

Fundamento jurídico: En términos del artículo 15, fracción I, de la LSS, los patrones tienen la obli-
gación de registrarse e inscribir a sus trabajadores en el Instituto Mexicano del Seguro Social (IMSS); 
asimismo, deberán comunicar las altas (nuevas inscripciones de los trabajadores), las bajas (trabaja-
dores que han dejado de prestar sus servicios en la empresa) y/o modificaciones de salario, dentro de 
un plazo no mayor de cinco días hábiles.

El artículo 11 de la LSS prevé el régimen obligatorio, el cual consta de cinco seguros (enfermedad y 
maternidad, invalidez y vida, guarderías, riesgo de trabajo, cesantía en edad avanzada y vejez) y que 
deben ser cubiertos de manera tripartita entre el patrón, el trabajador y el Estado con base en los 
porcentajes establecidos en dicha ley.

FIGURA. RAMAS DE LA SEGURIDAD SOCIAL

Cuota fija

Retiro,  
cesantía en 

edad avanzada 
y vejez

Enfermedad y 
maternidad

Invalidez 
y vida

Riesgo 
de trabajo Guarderías

Seguridad 
social

Gastos 
médicos para 
pensionados

Prestaciones 
en especie

Prestaciones 
en dinero

Fuente: Elaboración propia.

Se observa que en la rama de enfermedad y maternidad contempla cuatro subramas como cuota 
fija, prestaciones en especie, prestaciones en dinero y gastos médicos para pensionados. Las prime-
ras cuatro ramas se presentan en periodos mensuales y la última en periodos bimestrales. Cada uno 
de los seguros del régimen obligatorio del Seguro Social fija los porcentajes de aportación para los 
patrones y los trabajadores.
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TABLA 1. RÉGIMEN FINANCIERO DE LOS SEGUROS DEL RÉGIMEN 
OBLIGATORIO DEL SEGURO SOCIAL

Seguro Patrón Trabajador Total Fundamento
1. Enfermedad y maternidad LSS
Cuota fija 20.40% cálculo 

sobre SMGDF
No aplica 20.40% Artículo 106, 

fracción I.
En especie.
Excedente de tres salarios 
mínimos

1.10%.
Diferencia de 
tres SMGDF

0.40%.
Diferencia de tres 

SMGDF

1.50% Artículo 106, 
fracción II.

En dinero 0.70% cálculo 
sobre el SBC

0.25% sobre el 
SBC

.95% Artículo 107, 
fracciones I y II.

Gastos médicos para 
pensionados o reserva técnica 

1.05%.
Cálculo sobre 

el SBC

0.375%.
Sobre el SBC

1.425% Artículo 25.

2. Invalidez y vida 1.75%.
Cálculo sobre 

el SBC 

0.625%.
Sobre el SBC

2.375% Artículo 106, 
fracción I.

3. Guarderías 1% cálculo 
sobre el SBC

No aplica 1% Artículo 211.

4. Riesgo de trabajo Conforme a su 
siniestralidad

No aplica Tabla artículo 
73 o prima 

determinada 

Artículos 70 
al 75.

5 Retiro, cesantía en edad 
avanzada y vejez
a) Retiro 2% cálculo 

sobre el SBC
No aplica 2% Artículo 168, 

fracción I.
b) Cesantía en edad avanzada

y vejez
3.150% cálculo 

sobre el SBC
1.125% cálculo 

sobre el SBC
4.275% Artículo 168, 

fracción II.

Notas:

SBC = Salario base de cotización.
SMGDF = Salario mínimo general. Para fines de contribuciones debe aplicarse la unidad de medida de 
actualización (UMA).

En la tabla 1 se muestran los porcentajes de aportación actualizados en cada uno de los se-
guros del régimen obligatorio, clasificados por los que le corresponden al patrón y otros para el 
trabajador.
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ANÁLISIS DEL TEXTO

1. ¿Qué se requiere para determinar las aportaciones de segu­
ridad social?

R: Es necesario contar con el salario base de cotización (SBC) 
para inscribir a los trabajadores en el régimen obligatorio del 
Seguro Social, con el cual estará registrado el trabajador ante  
el Instituto. Se utiliza para determinar y calcular las cuotas obrero 
patronales (aportaciones al Seguro Social establecidas en la LSS 
a cargo del patrón y del trabajador), que el patrón debe pagar para 
que los trabajadores y su familia reciban los beneficios que presta 
el Instituto.

2. ¿Cuáles son los elementos que integran el SBC?

R: Con fundamento en el artículo 27 de la LSS, el SBC se inte-
gra con los pagos hechos en efectivo por cuota diaria, gratificacio-
nes, percepciones, alimentación, habitación, primas, comisiones, 
prestaciones en especie y cualquier otra cantidad o prestación que 
se entregue al trabajador por su trabajo.

3. ¿Qué conceptos no integran el SBC?

R: Con base en el artículo 27 de la LSS, no forman parte del
SBC los siguientes conceptos:

Artículo 27. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . .                                                

I. Los instrumentos de trabajo tales como herramientas, ropa y 
otros similares. 

II. El ahorro, cuando se integre por un depósito de cantidad se­
manaria, quincenal o mensual igual del trabajador y de la empresa; 
si se constituye en forma diversa o puede el trabajador retirarlo más 
de dos veces al año, integrará salario; tampoco se tomarán en cuenta 
las cantidades otorgadas por el patrón para fines sociales de carácter 
sindical.

III. Las aportaciones adicionales que el patrón convenga otorgar
a favor de sus trabajadores por concepto de cuotas del seguro de  

retiro, cesantía en edad avanza­
da y vejez.

IV. Las cuotas que en térmi­
nos de esta Ley le correspon­
de cubrir al patrón, las apor­
taciones al Instituto del Fondo 
Nacional de la Vivienda para 
los Trabajadores, y las partici­
paciones en las utilidades de la 
empresa.

V. La alimentación y la habi­
tación cuando se entreguen en 
forma onerosa a los trabaja­
dores; se entiende que son one­
rosas estas prestaciones cuando 
el trabajador pague por cada 
una de ellas, como mínimo, el 
veinte por ciento del salario mí­
nimo general diario que rija en 
el Distrito Federal.

VI. Las despensas en especie
o en dinero, siempre y cuando
su importe no rebase el cuaren­
ta por ciento del salario mínimo
general diario vigente en el Dis­
trito Federal.

VII. Los premios por asisten­
cia y puntualidad, siempre que 
el importe de cada uno de es­
tos conceptos no rebase el diez 
por ciento del salario base de 
cotización. 

VIII. Las cantidades apor­
tadas para fines sociales, con­
siderándose como tales las en­
tregadas para constituir fondos 
de algún plan de pensiones es­
tablecido por el patrón o deri­
vado de contratación colectiva. 
Los planes de pensiones serán 
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sólo los que reúnan los requisitos que establezca 
la Comisión Nacional del Sistema de Ahorro para 
el Retiro. 

IX. El tiempo extraordinario dentro de los
márgenes señalados en la Ley Federal del  
Trabajo.

Nota: Se debe recordar que se debe aplicar 
la UMA para determinar el límite a esta dispo-
sición.

4. ¿Qué obligaciones fiscales tiene el patrón
ante el IMSS?

R: En términos del artículo 15 de la LSS, el pa-
trón tendrá las obligaciones siguientes:

Artículo 15. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . .                              

I. Registrarse e inscribir a sus trabajadores en el
Instituto, comunicar sus altas y bajas, las modifica­
ciones de su salario y los demás datos, dentro de 
plazos no mayores de cinco días hábiles.

II. Llevar registros, tales como nóminas y listas de
raya en las que se asiente invariablemente el núme­
ro de días trabajados y los salarios percibidos por 
sus trabajadores, además de otros datos que exijan 
la presente Ley y sus reglamentos. Es obligatorio 
conservar estos registros durante los cinco años si­
guientes al de su fecha.

III. Determinar las cuotas obrero-patronales a su
cargo y enterar su importe al Instituto. 

IV. Proporcionar al Instituto los elementos nece­
sarios para precisar la existencia, naturaleza y cuan­
tía de las obligaciones a su cargo establecidas por 
esta Ley y los reglamentos que correspondan.

V. Permitir las inspecciones y visitas domiciliarias
que practique el Instituto, las que se sujetarán a lo 

establecido por esta Ley, el Código y los reglamen­
tos respectivos.

VI. Tratándose de patrones que se dediquen
en forma permanente o esporádica a la actividad 
de la construcción, deberán expedir y entregar a 
cada trabajador constancia escrita del número de 
días trabajados y del salario percibido, semanal 
o quincenalmente, conforme a los períodos de
pago establecidos, las cuales, en su caso, podrán
ser exhibidas por los trabajadores para acreditar
sus derechos. Asi mismo, deberán cubrir las cuotas
obrero patronales, aun en el caso de que no sea
posible determinar el o los trabajadores a quienes
se deban aplicar, por incumplimiento del patrón
a las obligaciones previstas en las fracciones ante­
riores, en este último caso, su monto se destinará
a la Reserva General Financiera y Actuarial a que
se refiere el artículo 280, fracción IV de esta Ley,
sin perjuicio de que a aquellos trabajadores que
acreditaren sus derechos, se les otorguen las pres­
taciones diferidas que les correspondan.

VII. Cumplir con las obligaciones que les im­
pone el capítulo sexto del Título II de esta Ley, en 
relación con el seguro de retiro, cesantía en edad 
avanzada y vejez.

VIII. Cumplir con las demás disposiciones de
esta Ley y sus reglamentos, y

IX. Expedir y entregar, tratándose de trabajado­
res eventuales de la ciudad o del campo, constan­
cia de los días laborados de acuerdo con lo que 
establezcan los reglamentos respectivos.”

5. ¿Cuándo se deben pagar las aportaciones de
seguridad social?

R: Los seguros que se presentan en periodos 
mensuales deben pagarse a más tardar el día 17 
del mes inmediato posterior al término del mes, 
y son los siguientes:
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• Enfermedad y maternidad.
• Invalidez y vida.
• Riesgo de trabajo.
• Guarderías.

Los seguros que se pagan de
forma bimestral, deben pagarse 
a más tardar el día 17 del mes in-
mediato posterior al término del 
bimestre, y son los siguientes:

• Retiro.
• Cesantía en edad avanzada y

vejez.

6. ¿Cuáles son los medios de presentación de las aportaciones
de seguridad social?

R: Los patrones con cinco o más trabajadores están obligados 
a efectuar el entero de sus obligaciones por medio del sistema úni-
co de autodeterminación (SUA); y para los patrones de uno a cua-
tro trabajadores, el uso del mismo es opcional (http://www.imss.
gob.mx/patrones/sua/que-es-sua).

7. ¿Qué es el SUA?

R: Es un programa informático para determinar importes y
conceptos para el pago de las cuotas obrero patronales por con-
ceptos de IMSS, Retiro, Cesantía y Vejez e Infonavit.

8. ¿Qué ofrece la tecnología como apoyo para la determinación de las aportaciones de
seguridad social?

R: En este taller se presenta una aplicación para ser utilizada 
por consultores, asesores, contadores, administradores, alumnos, 
profesores, trabajadores, entre otros, en su computadora, table-
tas, dispositivo móvil o teléfono inteligente con sistema operativo 
Android.

La herramienta tecnológica contiene información sobre  
el objeto del Seguro Social, los seguros que comprende el régimen 
obligatorio, enfermedad y maternidad (cuota fija, prestaciones  
en dinero, prestaciones en especie, gastos médicos para pensiona-
dos o reserva técnica); invalidez y vida, riesgo de trabajo, guarde-
rías, los cuales son considerados como seguros que se enteran de 
manera mensual, y los seguros de retiro, cesantía en edad avanza-
da y vejez, los cuales, conjuntamente con el Infonavit, son cuotas 
que se enteran de forma bimestral; además, contiene la referencia 
de las clases de prima de riesgo de trabajo a las que es suscep-
tible de contraer la empresa o el patrón cuando se inscribe por 
primera vez al Seguro Social.

La aplicación necesita de información que deberá capturarse 
en la aplicación, como el SBC que tiene el trabajador en el perio-
do a calcular, los días a calcular, la UMA y la prima de riesgo de 
trabajo; actualmente existe el programa que ofrece el IMSS para  
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determinar las cuotas obrero patronales denominado SUA, este 
programa realiza cálculos por periodos completos o incompletos; 
es decir, cuando el trabajador es contratado en una fecha diferente 
al primero del mes, esto es lo que lo hace diferente a esta apli­
cación que se propone, al que ofrece el IMSS en su plataforma, 
el SUA no realiza cálculos por periodos convencionales, es decir 7, 
10, 14 o 15 días, solamente por mes o bimestre. Esta herramienta 
permite capturar el periodo que desee determinar y calcular, otro 
concepto por capturar es la UMA, recordando que para el ejercicio 
fiscal de 2020 se ha publicado en el Diario Oficial de la Federación 
(DOF) la cantidad de $86.88 y, por último, la prima de riesgo de 
trabajo, este dato es proporcionado por el IMSS al momento de la 
inscripción o se determina con base en el reglamento de afiliación, 
todos estos elementos son importantes incluirlos para determinar 
los seguros mensuales y bimestrales del régimen obligatorio.

En los siguientes apartados hay una relación por separado de 
cada una de las ramas del Seguro Social; es decir, la aportación 
que hace el patrón y el trabajador a las cuotas obrero patronales 
de manera independiente.

Para ejemplificar las consideraciones del párrafo anterior, se 
procede a describir la obtención de cada uno de los conceptos que 
fundamentan la legalidad laboral y el procedimiento de cálculo, 
de igual forma se presenta la aplicación de la app móvil fiscal denominada “IMSS2020”, útil para 
el empresario, docente, profesionista, contador, asesor, consultor, etcétera, en la determinación y  
cálculo de las aportaciones de seguridad social que hacen el patrón y el trabajador al IMSS.

Supongamos que una empresa contrata a una persona, de acuerdo con lo establecido en la LSS, 
el patrón tiene por obligación inscribir al trabajador ante el IMSS y otorgarle las prestaciones míni-
mas o superiores establecidas en la Ley Federal del Trabajo (LFT).

Sé parte del 
Universo Contable 

Anúnciate aquí
ventas@casiacreaciones.com.mx (55) 5998-8903 y (55) 5998-8904
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CASOS PRÁCTICOS

Caso 1. Cálculo de las cuotas  
obrero patronales, excedente a tres UMA

Datos:

SBC $280.00
Periodo de cálculo 7 días (o el que se indique)
UMA $86.88
Prima de riesgo de trabajo 1.13065 0.0113065 (es importante señalar que habrá que capturar en decimales, 

no en porcentajes)

Con sólo ingresar los datos descritos con anterioridad en la 
app fiscal en cada uno de los conceptos, debe dar clic en el botón 
“Calcular” para obtener la información fiscal de cada uno de los 
seguros a enterar, y el importe a retener por el patrón al trabaja-
dor, así como su aportación que hace derivado de la relación labo-
ral al Instituto.

Una vez ingresada la información se continúa con la determi-
nación y cálculo de las cuotas obrero patronales del periodo men-
sual, claro, considerando los siete días.

Antes de realizar el cálculo recordemos los porcentajes de cada 
una de las ramas del seguro del régimen obligatorio para el ejerci-
cio para el ejercicio 2020.
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TABLA 2. PORCENTAJES DE LAS RAMAS DEL RÉGIMEN OBLIGATORIO DE SEGURIDAD SOCIAL

Concepto Patrón (%) Trabajador (%) Fundamento en la LSS
Enfermedades y maternidad
Cuota fija*

20.40 – Artículo 106, fracción I

Excedente de tres salarios mínimos (UMA) 1.10 0.40 Artículo 106, fracción I
Prestaciones en dinero 0.70 0.25 Artículo 107, fracciones I y II
Gastos médicos para pensionados 1.05 0.375 Artículo 107, fracciones I y II
Invalidez y vida 1.75 0.625 Artículo 147
Riesgos de trabajo** – –
Guarderías y prestaciones sociales 1.000 – Artículo 211
Seguro de retiro 2.000 – Artículo 168, fracción I
Cesantía en edad avanzada y vejez 3.15 1.125 Artículo 168, fracción II

* La cuota fija se calcula sobre la UMA vigente para el 2020, independiente al salario que tenga el trabajador.
	**	Cada empresa debe tener la clase de prima de riesgo asignada por el IMSS o determinada por la empresa.

Se procede a la determinación siguiendo con el ejemplo de los siete días y el SBC de $280.00.

TABLA 3. APORTACIONES OBRERO PATRONALES DE LOS SEGUROS MENSUALES

Concepto Fórmula Patrón Trabajador
SBC $280.00
Enfermedad y maternidad
Cuota fija
Cuota fija 86.88 x .2040 x 7 $124.06
Excedente de tres salarios mínimos* 86.88 x 3 = 260.64

280 – 260.64 = 19.36
19.36 x 0.0110 x 7

1.49

Excedente de tres salarios mínimos* 84.49 x 3 = 260.64
280 – 260.64 = 19.36

19.36 x 0.0040 x 7

$0.54208

Prestaciones en dinero 280.00 x 0.0070 x 7 13.72
Prestaciones en dinero 280.00 x 0.0025 x 7 4.90
Gastos médicos para pensionados 280.00 x 0.0105 x 7 20.58
Gastos médicos para pensionados 280.00 x 0.00375 x 7 7.35
Invalidez y vida 280.00 x 0.0175 x 7 34.30
Invalidez y vida 280.00 x 0.00625 x 7 12.25
Riesgo de trabajo** 280.00 x 0.0113065 x 7 22.16
Guarderías 280.00 x 0.01 x 7 19.60
Aportación semanal $235.91 $25.04
Total aportación al IMSS patrón y trabajador $260.95
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TABLA 4. CÁLCULO DE SEGUROS BIMESTRALES

Concepto Fórmula Patrón Trabajador
SBC $280.00
Seguro de retiro 280 x 0.02 x 7 $39.20
Cesantía en edad avanzada y vejez 280 x 0.0315 x 7 61.74
Cesantía en edad avanzada y vejez 280 x 0.01125 x 7 $22.05
Total IMSS $100.94 $22.05
Infonavit 280 x .05 x 7 98.00
Total IMSS e Infonavit $198.94 $22.05
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La app contiene tres botones: “Calcular” (como ya ha sido utilizado para el desarrollo del caso 
práctico, proporciona los resultados sobre cada una de las ramas del Seguro Social y el Infonavit), 
“Borrar” (limpia los cuadros de datos para iniciar un nuevo cálculo) y “Enviar” (se utiliza si desea en-
viar la información por correo electrónico a otra persona interesada en la información fiscal).

Caso 2. Cálculo de las cuotas  
obrero patronales, no excedente a tres UMA

Datos:

SBC $104.52
Periodo de cálculo 7 días (o el que se indique)
UMA $86.88
Prima de riesgo de trabajo 1.13065 0.0113065 (es importante señalar que habrá que capturar en decimales, 

no en porcentajes)
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TABLA 5. CÁLCULO DE SEGUROS MENSUALES

Concepto Fórmula Patrón Trabajador
SBC $104.52
Enfermedades y maternidad
Cuota fija
Cuota fija 86.88 x .2040 x 7 $124.06
Excedente de tres salarios mínimos* 86.88 x 3 = 226.47

NA
0.00

Excedente de tres salarios mínimos* 86.88 x 3 = 226.47
NA

$0.00

Prestaciones en dinero 104.52 x 0.0070 x 7 5.12
Prestaciones en dinero 104.52 x 0.0025 x 7 1.83
Gastos médicos para pensionados 104.52x0.0105 x 7 7.68
Gastos médicos para pensionados 104.52 x 0.00375 x 7 2.74
Invalidez y vida 104.52 x 0.0175 x 7 12.80
Invalidez y vida 104.52 x 0.00625 x 7 4.57
Riesgo de trabajo** 104.52 x 0.0113065 x 7 8.27
Guarderías 104.52 x 0.01 x 7 7.32
Aportación semanal $165.25 $9.14
Total de aportaciones patrón trabajador $174.39

* No se calcula porque el SBC no excede los tres salarios mínimos.
	**	Para efectos del caso hemos tomado como prima de riesgo de trabajo la clase II.
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TABLA 6. CÁLCULO DE SEGUROS BIMESTRALES

Concepto Fórmula Patrón Trabajador
SBC $104.52
Seguro de retiro 104.52 x 0.02 x 7 $14.63
Cesantía en edad avanzada y vejez 104.52 x 0.0315 x 7 23.05
Cesantía en edad avanzada y vejez 104.52 x 0.01125 x 7 $8.23
Total $37.68 $8.23
Infonavit 104.52 x .05 x 7 $36.58
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Ahorros y beneficios: La información generada con la utilización de la herramienta se necesita 
para una efectiva toma de decisiones, por ello la aplicación estará a disposición en la plataforma de 
Play Store bajo el nombre de “IMSS2020”.

Con esta herramienta fiscal móvil se pueden calcular las aportaciones hechas por trabajadores y 
patrones al Seguro Social por periodos semanales, decenales, catorcenales, mensuales y bimestrales; 
además, se conoce el monto de las retenciones que debe hacer el patrón al trabajador antes de reali-
zar el pago de su salario por la prestación del servicio personal subordinado.

Asesores, consultores y contadores, entre otros, cuentan con una herramienta de soluciones 
inmediatas a las preguntas relacionadas con las aportaciones al momento de contratar al perso-
nal, planeación en el recurso humano, control de retenciones, verificación de montos e importes 
en cada una de las aportaciones al IMSS; además, puede contribuir en la enseñanza profesional o 
académica. 
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b) Deducciones autorizadas en general;
c) Costo de venta;
d) Deducciones de inversión (incluye utilidades o

pérdidas en venta de activos);
e) Ajuste anual por activos);
f) Pérdidas fiscales por amortizar (su correcta

actualización y amortización);
g) Análisis de los pagos provisionales, y
h) Otras partidas fiscales.

5. Determinación del ISR del ejercicio:
a) Cálculo del resultado fiscal e ISR del ejercicio;
b) Acreditamiento de pagos provisionales, aplicación

de estímulos fiscales;

c) Acreditamiento de retenciones del ISR, y
d) Acreditamiento del subsidio para el empleo.

6. Cálculo de la renta gravable para la PTU.
7. Determinación de la Cufin:

a) Ufin del ejercicio;
b) Cufin;
c) Comentarios selectos sobre los dividendos, y
d) Estrategias.

8. Determinación de la Cuca.
9. Obligaciones de las personas morales.
10. Comentarios de la declaración anual de personas

morales que acumulan con base en flujo de
efectivo. Efectos contables y fiscales.

11. Puntos finos de la e-contabilidad en los impuestos
de las personas morales. Nuevo formato de la
declaración y su correcto llenado.

12. Estrategias fiscales y recomendaciones:
a) Coeficiente de utilidad, y
b) Disminución de pagos provisionales 2020.

13. Comentarios finales.

Horario: de 9:00 a 14:00 h
Duración: 5 horas11 de marzo

Curso on-line


